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ACTA DE SESIÓN NO PRESENCIAL DE LA SALA SUPERIOR 

DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN, CELEBRADA PARA ANALIZAR, ACORDAR Y 

RESOLVER DIVERSOS ASUNTOS DE SU COMPETENCIA 

  

En Ciudad de México, a las diez horas del dieciséis de abril de 

dos mil veinte, da inicio la sesión no presencial de la Sala Superior del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a la que fueron 

convocados previamente las Magistradas y los Magistrados que la 

integran, Felipe Alfredo Fuentes Barrera, en su calidad de Presidente, 

Felipe de la Mata Pizaña, Indalfer Infante Gonzales, Janine M. Otálora 

Malassis, Reyes Rodríguez Mondragón, Mónica Aralí Soto Fregoso y 

José Luis Vargas Valdez, con la asistencia del Secretario General de 

Acuerdos, Rolando Villafuerte Castellanos, quien autoriza y da fe. 

 

En primer término, el Secretario General de Acuerdos constató la 

participación de las Magistradas y los Magistrados Electorales, con la 

recepción en la cuenta sesionesvirtuales@te.gob.mx de los respectivos 

correos electrónicos remitidos desde las cuentas autorizadas, de 

conformidad con lo establecido en el ACUERDO GENERAL DE LA 

SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER 

JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN NÚMERO 2/2020, POR EL QUE SE 

AUTORIZA LA RESOLUCIÓN NO PRESENCIAL DE LOS MEDIOS DE 

IMPUGNACIÓN, CON MOTIVO DE LA PANDEMIA ORIGINADA POR 

EL VIRUS COVID-19, así como en la etapa 1 de la convocatoria emitida 

por el Secretario General de Acuerdos, por lo que se tuvo por verificado 

el quórum para llevar a cabo la sesión. 

 

Posteriormente, conforme a lo señalado en la etapa 2 de la 

convocatoria atinente, se continuó con la etapa de emisión de 

posicionamientos, y se procedió al análisis de los asuntos materia de 

sesión, establecidos en la lista provisional de proyectos circulados por 

las ponencias, en términos de lo establecido en el Acuerdo General 

2/2020 de referencia, relativos a la resolución de los juicios para la 

protección de los derechos político-electorales del ciudadano SUP-JDC-

182/2020 y SUP-JDC-198/2020, y del juicio electoral SUP-JE-26/2020, 

los incidentes de los expedientes SUP-JDC-1573/2019 y SUP-REC-

682/2018, así como los proyectos de acuerdos plenarios de los 

expedientes SUP-AG-36/2020, SUP-AG-40/2020, SUP-AG-41/2020, 

SUP-AG-42/2020, SUP-JDC-194/2020, SUP-JDC-196/2020, SUP-
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JDC-199/2020 a SUP-JDC-215/2020, SUP-JDC-690/2020 y SUP-JE-

15/2020. 

 

Acto seguido, conforme a las reglas establecidas, las y los 

Magistrados ponentes formularon, en un mismo correo y de manera 

simultánea, los posicionamientos que estimaron conducentes de cada 

uno de los asuntos a analizar.  

 

Ahora bien, con la finalidad de hacer comprensible a la 

ciudadanía la discusión llevada a cabo por esta Sala Superior, de 

conformidad con la etapa 3 de la convocatoria, relativa al debate de los 

asuntos, en la presente acta se procede a seccionar el análisis de cada 

asunto estudiado, con cada uno de los posicionamientos emitidos, para 

que el método de deliberación sea más accesible al público en general. 

Asimismo, se inserta la votación emitida por las Magistradas y los 

Magistrados acorde a la etapa 4 prevista en la convocatoria, de 

conformidad con el formato autorizado, caso por caso. 

 

En su oportunidad, el Magistrado Felipe de la Mata Pizaña, 

instructor y ponente en los juicios SUP-JDC-194/2020, SUP-JE-26/2020 

y SUP-JDC-690/2020, presentó los proyectos respectivos, en los que 

propuso lo siguiente:  

 

SUP-JDC-194/2020 Acuerdo de Sala 

PRIMERO. Esta Sala Superior es competente para conocer del presente 

juicio ciudadano. 

 

SEGUNDO. Se reencauza el presente juicio ciudadano a juicio electoral.  

 

TERCERO. Remítase el expediente en que se actúa a la Secretaría General 

de Acuerdos de esta Sala Superior, para que previo trámite, devuelva los 

autos al Magistrado Instructor, para los efectos legales procedentes. 

 

SUP-JE-26/2020  

PRIMERO. Es fundada la omisión planteada en el presente juicio.   

 

SEGUNDO. Se vincula al Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca a dar 

cumplimiento a esta ejecutoria en los términos que se precisan en el apartado 

respectivo. 

 

SUP-JDC-690/2020 Acuerdo de Sala 

ÚNICO. La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación es formalmente competente para conocer del asunto. 
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Al respecto, se sometieron a consideración del Pleno los 

referidos proyectos, por lo que las y los Magistrados presentaron, en 

primer término, su postura respecto del juicio SUP-JDC-194/2020 en los 

siguientes términos: 

 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: EN CONTRA, por las 
siguientes razones 
•Considero que este asunto no actualiza la competencia de la Sala Superior, 
ya que supone una aproximación no pertinente a la cuestión efectivamente 
planteada y, por tanto, del caso en el contexto actual. Considero que no es 
pertinente asumir como premisa que se trata de una impugnación vinculada 
con la omisión del tribunal de regular una norma de carácter general, ya que, 
bien identificada, la pretensión de la actora puede alcanzarse con la resolución 
de su interés a ser notifica a través de correo electrónico en el juicio que 
promovió ante el Triunal electoral de Oaxaca, sin que sea necesaria e 
indispensable la emisión de una norma de carácter general en un contexto de 
restricciones sanitarias y presupuestales. Entonces, no comparto la 
argumentación activista del proyecto por no estar justificada para resolución 
del caso concreto. De ahí que la Sala Xalapa es la competente para conocer 
del asunto al estar vinculado con una pretensión individual que no 
necesariamente implica la emisión de una norma de carácter general y que 
finalmente está relacionada con el desempeño de un cargo de orden 
municipal. 
 
•Por tanto, para definir el problema a resolver lo jurídicamente objetivo es 
atender su única pretensión jurídicamente viable: que a ella se le notifique de 
manera electrónica, sin que por ello tenga como consecuencia la pretensión 
relativa a que se le otorguen efectos generales a la resolución de su 
impugnación a través de construir una omisión reglamentaria y ordenar que 
se emita una norma general.   
 

Magistrado Indalfer Infante Gonzales: A favor, sin observaciones.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: En sus términos. 
 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: A favor 
Comparto el sentido del proyecto, dado que, tal como se desarrolla en la 
propuesta, en el caso la competencia se surte en favor de la Sala Superior, 
puesto que resulta aplicable la jurisprudencia de rubro COMPETENCIA. 
CORRESPONDE A LA SALA SUPERIOR CONOCER DE LAS 
IMPUGNACIONES DE ACTOS DE LAS AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS ELECTORALES ESTATALES, RELATIVOS A LA 
EMISIÓN O APLICACIÓN DE NORMAS GENERALES. Lo anterior, puesto 
que la pretensión de la actora es que el Tribunal de Oaxaca emita la 
reglamentación respectiva que permita la realización de notificaciones 
electrónicas, la cual, de resultar fundada, tendría implicaciones generales en 
la actuación de ese órgano jurisdiccional, por tanto, las Salas Regionales 
carecen de competencia en tales supuestos. 
Asimismo, coincido en cuanto a que la controversia no encuadra en los 
supuestos de procedencia del juicio ciudadano, puesto que no se alega una 
vulneración a los derechos político-electorales de la actora, sino una omisión 
que podría impactar en su derecho de efectivo acceso a la justicia, lo cual 
puede ser conocido mediante juicio electoral. 
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: 1. No se comparte que se trate 
de un asunto que sea competencia de la Sala Superior.  
El acto destacado que le genera perjuicio a la actora es el acuerdo emitido por 
la Magistrada instructora que negó la notificación a través del correo 
electrónico, y la omisión del Tribunal que reclama deviene de la negativa del 
acuerdo.  
En ese sentido, el acuerdo de la Magistrada instructora es competencia de la 
Sala Regional Xalapa, en virtud de que se trata de una impugnación vinculada 
con el ejercicio del cargo de un regidor municipal. 
Criterio similar ha sostenido la Sala Superior cuando se reclaman omisiones 
legislativas, pero que estas no constituyen el acto reclamado destacado, por 
lo que se considera que les corresponde conocer a la Sala Regional, por 
ejemplo, en los: SUP-JDC-50/2019, SUP-JDC-336/2018, SUP-JDC-
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297/2018 (mismos términos SUP-JDC-289/2018), SUP-JRC-136/2018, SUP-
JDC-101/2017, SUP-JDC-1652/2016.  
2. El proyecto es ambiguo e impreciso en relación con los actos 
reclamados. En el párrafo inicial de presentación se hace referencia a que el 
acto reclamado es el acuerdo emitido por la Magistrada instructora, de igual 
modo, al precisar el acto concreto, hace referencia al acuerdo por el que se 
negó la solicitud de notificación vía correo electrónico; sin embargo, el marco 
jurídico, la decisión y conclusión se desarrollan teniendo únicamente como 
base la omisión reclamada al Tribunal Electoral de implementar el sistema de 
notificaciones electrónicas y la posibilidad de emitir una norma general. 
3. Referencia a la contingencia sanitaria. Dentro de la argumentación, en 
el apartado de decisión (p.3) se señala que la competencia corresponde a 
esta Sala Superior “Lo anterior, en el contexto de la contingencia sanitaria que 
aqueja a nuestro país.”; sin embargo, eso no tiene nada que ver para 
determinar la competencia del asunto, por lo que se sugiere eliminarlo.  
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
 
Estoy de acuerdo con asumir competencia del asunto y reencauzar a juicio 
electoral por las siguientes razones. 
 
Esta Sala Superior en el acuerdo 3/2015, determinó que los asuntos 
relacionados con acceso y desempeño en cargos de elección popular, 
particularmente en su vertiente de omisión del pago de dietas en 
ayuntamientos, corresponde a las Salas Regionales resolverlos. 
    
Por otra parte, esta Sala Superior ha establecido su competencia para 
conocer las impugnaciones relacionadas con normas de carácter general 
emitidas por las autoridades administrativas electorales locales, que no estén 
vinculados en forma directa y específica con una determinada elección. Así lo 
determinó en la jurisprudencia de rubro: COMPETENCIA. CORRESPONDE 
A LA SALA SUPERIOR CONOCER DE LAS IMPUGNACIONES DE ACTOS 
DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS ELECTORALES 
ESTATALES, RELATIVOS A LA EMISIÓN O APLICACIÓN DE NORMAS 
GENERALES. 
 
En este orden de ideas, se coincide con el proyecto en cuanto que en el caso 
resulta aplicable este último supuesto, porque la pretensión de la actora es 
que se emita una norma general, que no está vinculada en forma directa y 
específica con una determinada elección, relacionada con la regulación para 
el funcionamiento de los medios electrónicos para comunicar y dar a conocer 
a las partes las actuaciones y resoluciones de estos. 
 
Igualmente, se coincide con el proyecto en cuanto a que como la pretensión 
de la actora no se relaciona directamente con algún derecho político electoral, 
lo procedente es reencauzar a juicio electoral.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: De acuerdo con la posición 
de la magistrada Janine pues se coincide en que es competencia de la 
Sala Regional. 
 
No se coincide con la posición del resto de magistrados porque están 
a favor de la competencia de esta Sala Superior 
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: 

Postura Respuesta 

1. Competencia 
en favor de la 
SX 

La competencia es en favor de la SS.  
- La jurisprudencia 9/10 lo que establece es que la SS 
conociera de asuntos que involucren modificaciones o la 
aprobación de normas reglamentarias, dada la falta de 
previsión legal expresa para que las salas regionales 
conocieran de esas normas que no se vinculan con alguna 
elección en particular, sino que aplica para todo el proceso 
electoral. 
-La actora señala expresamente que el acto impugnado es: 
“la omisión del Tribunal de regular e implementar un 
sistema de notificaciones electrónicas, y solicita que la 
resolución sea con efectos erga omnes” (veáse foja 13) 
- Este asunto involucra en el fondo la emisión de una norma de 
carácter general, pues a la actora le negaron las notificaciones 
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Postura Respuesta 

electrónicas precisamente porque el tribunal local no las ha 
regulado, aunado a que la norma impactaría en todos los 
juicios que se tramitan. 

2. La demanda 
no debería 
admitirse 
porque la 
presentó un 
autorizado.  

- La Ley de Medios local señala en su artículo 26 que “El actor 
o recurrente y el tercero interesado podrán autorizar para 
oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con 
capacidad legal, quien quedará facultada para interponer 
los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar 
en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, 
realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la 
defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá 
substituir o delegar dichas facultades en un tercero. 
 
Es decir, en la Ley de Medios local la autorización para recibir 
notificaciones tiene alcances también para que puedan 
promover los recursos necesarios.  
- El Tribunal local le reconoció la personalidad al promovente 
en su informe circunstanciado, pues no manifestó que hubiera 
una improcedencia de la demanda por esa razón.   
 
Asimismo, debe considerarse que el asunto involucra 
posibles situaciones de VPG que impiden a la actora 
realizar su trabajo y percibir su dieta, por lo que debe 
agilizarse su tramitación.  

3. Tema 
presupuestario  

- Se puede proponer que el Tribunal emita a la brevedad la 
regulación respectiva a fin de no sujetarlo a un plazo estricto 
en tiempo y que pueda valorar lo pertinente respecto a los 
recursos económicos y tecnológicos que requiera.  

4. No es 
necesaria la 
emisión de una 
norma general. 

- Sí se requiere que el Tribunal regule en general el tema de las 
notificaciones electrónicas porque está incurriendo en una 
omisión general, ya que la Ley de Medios contempla esa 
obligación de realizar las notificaciones electrónicas desde 
hace casi ya 8 años y es necesario que el Tribunal provea 
mecanismos de seguridad y confiabilidad en su 
implementación.  

5. Tema de 
pueblos y 
comunidades 
indígenas.  

- Ese aspecto lo debe definir el Tribunal en el acuerdo o 
regulación que al efecto emita, la Ley simplemente lo que 
establece es que es a petición de parte las notificaciones 
electrónicas.  

 

A continuación, las y los Magistrados presentaron su postura 

respecto del juicio electoral SUP-JE-26/2020 en los siguientes términos: 

 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: EN CONTRA, por las 
siguientes razones 
•Aun cuando, desde mi postura, lo correcto sería que la Sala Xalapa resolviera 
la controversia de la actora dado que no se actualiza la competencia de esta 
Sala Superior y no es necesaria la emisión de una norma de carácter general 
para que se alcance la pretensión de la actora, considero necesario 
manifestar mi postura en cuanto al fondo del asunto porque, desde mi 
perspectiva, no puedo compartir diversas consideraciones del proyecto.  
 
•En el proyecto se asume una visión inadecuada como si el Tribunal Electoral 
tuviera entre sus competencias resolver en torno al derecho a la salud, 
cuando, por tratarse de la materia electoral, debería abordarse el conflicto 
buscando tutelar el derecho de acceso a la justicia electoral de la actora en un 
contexto de protección a su salud. En mi concepto, el asunto no reviste 
carácter de urgente en términos del acuerdo 2/2020, ya que aduce razones 
que no resultan pertinentes al problema jurídico real. 
 
•De esta manera, las consideraciones relativas al derecho a la salud y la 
pandemia que se padece actualmente solo intentan justificar la urgencia del 
asunto, pero no lo logran. En tal virtud, es cuestionable la urgencia del asunto 
cuando la pretensión de la actora puede ser perfectamente alcanzable con la 
emisión de un acuerdo en el que se ordene la notificación electrónica a la 
actora en este juicio sin que sea necesaria la emisión de normas de carácter 
general y abstracto que impliquen al Tribunal electoral de Oaxaca instaurar 
una política institucional en un contexto de restricciones sanitarias y 
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presupuestales, precisamente por la situación excepcional que acontece y 
que además de derivar en reglas precipitadas podrían implicar un riesgo 
innecesario para el personal técnico y operativo del Tribunal local, cuando el 
problema legal es en torno a un caso concreto. Por ello es que no encuentro 
proporcional ni necesario abordar el problema legal de la manera en que se 
propone.  
 
•El proyecto no demuestra por qué la actora tiene interés jurídico para 
impugnar de forma colectiva una presunta omisión de emitir una norma de 
carácter general siendo que su caso puede ser resuelto sin la necesidad de 
emitir una norma de este tipo. 
 
•El proyecto no razona por qué el Tribunal puede implementar en 48 horas un 
sistema de notificaciones que no se ha alcanzado en casi 8 años. De ahí que 
se generen dudas respecto de su factibilidad y se considera necesario un 
mayor estudio que abarque todos los elementos involucrados, como las 
capacidades institucionales del Tribunal local, y no solo el derecho a la salud 
de la justiciable.  En la experiencia del TEPJF por ejemplo no han sido 
suficientes 48 horas para poder usar efectivamente la firma electrónica. Lo 
anterior, ya que el derecho efectivo a la justicia, en un contexto general de 
protección a la salud, puede ser garantizado a través de otras mecánicas 
distintas a la emisión de una política judicial de carácter general.  
 
•El proyecto no se hace cargo de la principal objeción del Tribunal local para 
no implementar este tipo de notificaciones, la falta de presupuesto, ya que se 
limita a hacer afirmaciones genéricas en el sentido de que no es costoso y 
que incluso puede generar ahorros sin analizar a detalle la capacidad 
presupuestaria, técnica e institucional del Tribunal local. 
 
•El proyecto no toma en cuenta las condiciones institucionales y técnicas del 
Tribunal para implementar, en plena contingencia sanitaria, un sistema de 
notificaciones del que hasta ahora solo la actora reclama su aplicación. 
 
•El proyecto ordena de forma generalizada la implementación de 
notificaciones electrónicas durante la pandemia, pero pasa de largo que 
Oaxaca es una entidad en la que sus actores políticos muchas veces 
pertenecen a comunidades indígenas y no se analiza si éstos se encuentran 
en posibilidad de atender este tipo de notificaciones o si por el contrario les 
resulta perjudicial a sus intereses. La ley y la práctica requieren que sea a 
petición de parte. 
 

Magistrado Indalfer Infante Gonzales: A favor del sentido del proyecto. Sin 
embargo, se estima que 48 horas es poco tiempo para que el Tribunal Local 
reglamente las notificaciones electrónicas, porque se involucra el estudio de 
distintas cuestiones técnicas, por ejemplo, un diagnóstico del sistema 
electrónico con el que cuenta actualmente ese órgano jurisdiccional y el 
estudio de las posibles soluciones tecnológicas para elegir la que consideren 
más conveniente, a efecto de implementar las notificaciones electrónicas.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: Solicitaría que: a) se incluyera el 
acuerdo 5/2020 emitido por el propio tribunal local por el que suspendió 
plazos; b) se vea la posibilidad de que se extienda el plazo que se da al tribunal 
local para regular las notificaciones, pues 48 horas se me hace muy poco; y 
c) se reduzca el estudio que se hace del tema al derecho a la salud, puesto 
que finalmente el problema se relaciona con el incumplimiento de una 
disposición legal. 
 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: A favor con 
observaciones 
Comparto que el presente asunto se considere urgente, en términos del 
Acuerdo 2/2020. La problemática del asunto implica analizar su se acredita la 
omisión por parte del tribunal local de reglamentar las notificaciones 
electrónicas, y la incidencia en la sustanciación del medio de impugnación 
local promovido por la actora en el contexto de la emergencia sanitaria.  
En cuanto al fondo, comparto el estudio del proyecto, puesto que, se actualiza 
una omisión por parte del Tribunal de emitir la reglamentación necesaria para 
la realización de las notificaciones electrónicas, y resulta primordial que los 
órganos jurisdiccionales implementemos las medidas necesarias para 
garantizar el acceso a la justicia en el contexto actual frente a la emergencia 
sanitaria. 
SUGERENCIAS AL PROYECTO 
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Ahora bien, es importante considerar que la implementación de notificaciones 
por correo electrónico, como la regulada en el Acuerdo General 1/2018 de 
este Tribunal, requiere valorar recursos tecnológicos e implementar 
determinados procesos que el tribunal local deberá valorar.  
Este tipo de consideraciones fueron las que valoró este Pleno al resolver el 
SUP-JE-75/2019, a efecto de exhortar al Tribunal Electoral de Veracruz en 
relación con el acuerdo en el que establezca los parámetros para el uso de 
medios electrónicos en la consulta de expedientes. 
Por ello, en el contexto de la emergencia sanitaria actual, 48 horas podrían 
resultar insuficientes, por lo que sugiero ajustar el siguiente texto: 

Con base en lo resuelto, esta Sala Superior determina que el Tribunal 
local deberá: 
1. Una vez que el Tribunal local retome sus actividades 
ordinarias, al haber pasado la contingencia sanitaria actual, a la 
brevedad, deberá emitir la regulación respectiva a la implementación 
de las notificaciones electrónicas.  

 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: 1. Improcedencia del juicio. La 
demanda fue firmada por el autorizado de la actora del juicio local, por lo que 
a consideración de la ponencia resultaría improcedente.  
 
El proyecto pretende justificar que el autorizado en términos de la Ley de 
Medios local está facultado para promover recursos y cualquier otro acto que 
resulte necesario para la defensa del autorizante y señala que se debe 
privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales. 
 
No se comparte dicha argumentación, porque la manifestación de voluntad 
de promover un medio de impugnación no constituye un formalismo, aunado 
a que esos argumentos implican someter los requisitos de la Ley de Medios 
a lo que regulen las leyes locales, ya que los artículos 12, párrafo 1, inciso a); 
13, párrafo 1, inciso b), y 79, párrafo 1, de la citada Ley, señalan que el juicio 
ciudadano se debe promover de manera personal, o bien, que los medios de 
impugnación se pueden promover a través de representante en términos de 
dicho ordenamiento (no de los 32 locales). 
 
Si bien, la Sala Superior flexibilizó el criterio de que el juicio ciudadano sólo 
podía promoverse de manera personal por el interesado, esto a través de la 
jurisprudencia 25/2012, cuyo rubro es REPRESENTACIÓN. ES ADMISIBLE 
EN LA PRESENTACIÓN E INTERPOSICIÓN DE LOS MEDIOS DE 
IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL, ello fue para reconocer a los 
representantes jurídicos como mandatarios, no implica reconocer al “abogado 
patrono” o “autorizado” como “mandatario judicial”.   
 
Además de que la propia Sala Superior ha reconocido que las autorizaciones 
firmadas por las partes en los medios de impugnación se refieren a 
actuaciones de mero trámite o seguimiento.  
 
Por lo que si bien en el escrito de demanda refiera que fue autorizado en 
términos de los numerales 4 y 5 del artículo 26 de la Ley de Medios local que 
señala: 
“…. 
4. El actor o recurrente y el tercero interesado podrán autorizar para oír 
notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien 
quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir 
pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, 
realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los 
derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades 
en un tercero. 
 
5. La persona autorizada conforme al numeral anterior, deberá acreditar 
encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de licenciado en 
derecho, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito 
en que se otorgue dicha autorización; pero el actor o recurrente y el tercero 
interesado podrán designar personas solamente autorizadas para oír 
notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad 
legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este numeral. 
…” 
 
Lo cual se corrobora del escrito inicial de demanda ante la instancia local, en 
el cual señaló que autorizaba a dicha persona para oír y recibir notificaciones, 
“así como facultar en términos de lo establecido por el artículo 26 numerales 
4 y 5”; no obstante, ello no puede traducirse en el carácter de apoderado o 
mandatario judicial para promover el juicio ciudadano. 
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Dicha posición se fortalece con base en los criterios que han emitido las Salas 
de la SCJN, que la autorización amplia en ordenamientos locales o federales 
no tienen el alcance de legitimarlo para promover el medio de control 
constitucional. Véanse las jurisprudencias 1a./J. 108/2013 (10a.) y 2a./J. 
90/2012 (10a.), de rubros “AMPARO INDIRECTO EN MATERIA 
MERCANTIL. EL AUTORIZADO POR LAS PARTES EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 1069, PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, 
NO ESTÁ FACULTADO PARA PROMOVERLO A NOMBRE DE SU 
AUTORIZANTE” y “AUTORIZADO EN EL PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CARECE DE FACULTADES PARA 
PROMOVER JUICIO DE AMPARO DIRECTO (MODIFICACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 199/2004).” 
 
Finalmente, cabe precisar que se localizaron trece medios de 
impugnación promovidos por Gisela Lilia Pérez García (2 en 2020 y 11 
en 2019), y es la primera vez que promueve por conducto de su 
autorizado. 
 
Por lo anterior, estimo que la demanda debería desecharse.  
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
 
Estoy de acuerdo con algunas de las consideraciones del proyecto, las cuales 
preciso a continuación. 
 
En efecto, se comparte que el Tribunal local ha incurrido en una omisión de 
ejercer sus atribuciones para emitir el acuerdo o lineamientos en los que se 
definan los parámetros u operatividad de las notificaciones electrónicas, a 
pesar de que la ley de medios local lo prevé y fue expedida hace varios años. 
 
En cuanto a los efectos, entre otras cosas se propone que: 
- En el plazo de 48 horas siguientes a la notificación de la sentencia, el Tribunal 
local emita la regulación respectiva a la implementación de las notificaciones 
electrónicas.  
- Realizar las notificaciones de sus acuerdos, resoluciones o sentencias vía 
electrónica, hasta que se contenga la pandemia de coronavirus, Covid-19, o 
acorde a lo que determine el Tribunal local.  
 
OBSERVACIONES  
 
Considero que en los efectos se deben ordenar al tribunal electoral que 
notifique a la actora a través del correo electrónico que ella proporcionó, a 
efecto de garantizar su derecho de recibir los comunicados mediante esa vía, 
y que los lineamientos los expidan con un plazo mayor a las 48 horas, es decir, 
podría ordenarse que los emita a la brevedad.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: La observación de la 
magistrada Janine podría ser pertinente, pero estimo que la 
procedencia del medio sería tema de estudio por parte de la Sala 
Xalapa. 
 
No puedo compartir las observaciones del resto de magistrados por mi 
posicionamiento en la competencia, no obstante, coincido en que, en 
todo caso, 48 horas son insuficientes para cumplir la sentencia, falta 
estudio de la capacidad técnica, presupuestal y operativa del Tribunal 
local para implementar el sistema de notificaciones electrónicas, la 
sentencia no puede ejecutarse en plena pandemia y se debe reducir la 
argumentación respecto del derecho a la salud. 
 
En consecuencia, si el ponente acepta las observaciones perdería 
urgencia el asunto 
 

Posteriormente, las y los Magistrados presentaron su postura 

respecto del juicio SUP-JDC-690/2020 en los siguientes términos: 

 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: A FAVOR, sin observaciones 
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Magistrado Indalfer Infante Gonzales: A favor del proyecto, sin observaciones.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: En sus términos. 
 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: A favor  
Comparto la propuesta, dado que en el caso la impugnación se relaciona con 
una queja intra partidista en contra de la Secretaria General del Comité 
Ejecutivo Nacional de MORENA. En este sentido la Sala Superior ha 
sostenido el criterio que en casos como este se surte la competencia de este 
órgano jurisdiccional (SUP-JDC-1841/2019, SUP-JDC-1851/2019, SUP-
JDC-136/2019, ente otros).  
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: Se sugiere citar la jurisprudencia 
3/2018. 
 
Es clara la competencia de la Sala Superior, al tratarse el presente asunto de 
un juicio promovido por un militante de Morena contra la determinación de 
desechar su queja aprobada por la CNHJ, por medio de la cual solicitaba 
sancionar a la secretaria general de Morena, actuando en funciones de 
presidenta nacional. Es decir, se trata de la titular de una Secretaría que forma 
parte de uno de los órganos nacionales de dirigencia de ese instituto político, 
como se sostiene en el proyecto, por lo que se considera que podría citarse 
al pie la jurisprudencia 3/2018, de rubro DERECHO DE AFILIACIÓN. 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE ACTOS U OMISIONES 
ATRIBUIDOS A LOS ÓRGANOS PARTIDISTAS NACIONALES QUE LO 
AFECTAN, como se hace en un asunto muy similar, propuesto por esta 
ponencia y que incluso se señala en el proyecto (SUP-JDC-159/2020).  
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
 
El caso concreto es determinar si la Sala Superior es o no competente para 
conocer de la resolución emitida por la Comisión Nacional de Honestidad y 
Justicia del partido político Morena, que desechó la queja interpuesta por la 
actora en contra de la Secretaria General en funciones de Presidenta 
Nacional de ese partido, al no asistir al Congreso Nacional de 26 de enero.  
 
Estoy de acuerdo en asumir competencia, porque ha sido criterio reiterado de 
esta Sala Superior que los asuntos que derivan de resoluciones que emitan 
órganos nacionales de un partido político en contra de sus dirigentes 
nacionales, le corresponde su resolución a este órgano jurisdiccional electoral 
federal, debido a que tal afectación trasciende al ámbito espacial de alguna 
entidad federativa en lo particular. 
 
En el caso, la denunciada es la Secretaria General en funciones de Presidenta 
del Comité Ejecutivo Nacional y se impugna la resolución de la Comisión 
Nacional de Honestidad y Justicia, cargo y órganos de carácter nacionales, 
de conformidad con la propia normatividad estatutaria (artículos 38 y 40 del 
Estatuto). Precedentes SUP-JDC-108/2020 y SUP-JDC-159/2020.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: De acuerdo. 

 

En atención a lo anterior, una vez recibidas las hojas de votación 

correspondientes, el proyecto correspondiente al juicio SUP-JDC-

690/2020 se aprobó por unanimidad de votos, mientras que los 

proyectos de los juicios SUP-JDC-194/2020 y SUP-JE-26/2020 fueron 

aprobados por mayoría de votos, con los votos en contra de la 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis y del Magistrado Reyes 

Rodríguez Mondragón, quienes anunciaron la emisión de un voto 

particular. 
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Por lo antes expuesto, los puntos resolutivos de los proyectos 

antes referidos quedaron aprobados de la siguiente forma: 

 

SUP-JDC-194/2020 Acuerdo de Sala 

PRIMERO. Esta Sala Superior es competente para conocer del presente 

juicio ciudadano. 

 

SEGUNDO. Se reencauza el presente juicio ciudadano a juicio electoral.  

 

TERCERO. Remítase el expediente en que se actúa a la Secretaría General 

de Acuerdos de esta Sala Superior, para que previo trámite, devuelva los 

autos al Magistrado Instructor, para los efectos legales procedentes. 

 

SUP-JE-26/2020  

PRIMERO. Es fundada la omisión planteada en el presente juicio.   

 

SEGUNDO. Se vincula al Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca a dar 

cumplimiento a esta ejecutoria en los términos que se precisan en el apartado 

respectivo. 

 

SUP-JDC-690/2020 Acuerdo de Sala 

ÚNICO. La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación es formalmente competente para conocer del asunto. 

 

Acto seguido, la Magistrada Janine M. Otálora Malassis, 

instructora y ponente en los expedientes SUP-JDC-182/2020,            

SUP-JDC-198/2020 y SUP-REC-682/2018, presentó los proyectos 

respectivos, en los que propuso lo siguiente:  

 

SUP-JDC-182/2020  

ÚNICO. Se revoca el acuerdo impugnado, para los efectos que se precisan 

en esta ejecutoria.  

 

SUP-JDC-198/2020  

ÚNICO. Se confirma el acuerdo impugnado.  

 

SUP-REC-682/2018 Tercer incidente de incumplimiento de sentencia  

PRIMERO. Es infundado el incidente promovido por Rogelio Marroquín 

Aparicio.  

 

SEGUNDO. Se tiene al Ayuntamiento y a la Secretaría de Planeación y 

Finanzas, en vías de cumplimiento de la sentencia dictada el veintitrés de 

agosto de dos mil dieciocho, dentro del recurso de reconsideración SUP-

REC-682/2018, así como de las emitidas en los incidentes de incumplimiento 

de sentencia previos. 
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TERCERO. Se ordena al Ayuntamiento; al Comité Comunitario, y a la 

Secretaría de Planeación y Finanzas, para que actúen en los términos 

expuestos en la presente ejecutoria.  

 

CUARTO. Se previene al Ayuntamiento y a la Secretaría de Planeación y 

Finanzas, en los términos de esta determinación.   

 

Al respecto, se sometieron a consideración del Pleno los referidos 

proyectos, por lo que las y los Magistrados presentaron, en primer 

término, su postura respecto del juicio SUP-JDC-182/2020 en los 

siguientes términos: 

 

Magistrado Janine M. Otálora Malassis: Considero que el asunto que 
someto a su consideración debe clasificarse como urgente, en razón de dar 
certeza a los aspirantes en el Concurso y para que el Comité Técnico 
Evaluador sepa que debe hacer una vez que se levante la contingencia. 
 
Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: En contra 
No comparto la consideración de urgencia del presente asunto. Por lo que 
en mi opinión el asunto no puede ser resuelto en sesión no presencial. 
En términos del Acuerdo General 2/2020 de la Sala Superior del TEPJF, no 
comparto que en el caso se trate de un asunto urgente que permitiría que el 
asunto fuera resuelto en una sesión no presencial; pues no está vinculado con 
un proceso electoral y tampoco se encuentra vinculado con algún término 
perentorio. 
En el proyecto se sustenta la propuesta de urgencia para resolverlo 
atendiendo a que esta Sala Superior ha considerado reiteradamente que una 
vez que el Comité Técnico de Evaluación ya realizó las entrevistas y presentó 
listas de aspirantes por cada cargo a elegir, válidamente puede concluirse que 
la etapa de evaluación ha terminado, sin que sea posible reponerla. 
No obstante, en el caso no existe riesgo de irreparabilidad porque la cuarta 
fase de la evaluación aún no se ha llevado a cabo y el procedimiento está 
suspendido indefinidamente. 
En efecto, el veinte de marzo del presente año, se publicó en el Diario Oficial 
de la Federación el Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que 
se modifica el resolutivo tercero del Acuerdo relativo a la Convocatoria Pública 
para la elección de Consejeras y Consejeros Electorales del Consejo General 
del Instituto Nacional Electoral y al Proceso para la integración del respectivo 
Comité Técnico de Evaluación. 
En dicho acuerdo se determinó suspender la cuarta fase relativa a 
"Entrevistas" y las demás etapas subsecuentes hasta que existan las 
condiciones necesarias para realizarlas, con la finalidad de garantizar la 
seguridad y la salud ante la pandemia de coronavirus COVID-19 de quienes 
participan en el proceso. 
Dicha suspensión fue indefinida y está sujeta hasta que las condiciones 
derivadas de la emergencia sanitaria nacional lo permitan. Además, la Junta 
de Coordinación Política deberá emitir un nuevo acuerdo en el que establezca 
los plazos y fechas que habrán de observarse y, atento a ello, eventualmente 
se podrá juzgar la urgencia de resolver el asunto. 
En el mismo sentido se pronunció la mayoría del Pleno de la Sala Superior en 
la sesión no presencial de 9 de abril, al posicionarse respecto de la propuesta 
de proyecto de resolución del juicio ciudadano SUP-JDC-177/2020.  
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: EN CONTRA POR CONSIDERARLO 
NO URGENTE.  
 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: El asunto no se considera de urgente 
resolución, porque el proceso para la selección de consejeras y consejeros 
del INE se encuentra suspendido, debido a la emergencia sanitaria que han 
declarado las autoridades de salud del país. 
En la sesión del pasado 9 de abril, se consideró que un asunto con la misma 
temática no era de resolución urgente (SUP-JDC-177/2020).  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: A FAVOR, con 
observaciones 
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En mi opinión, se sugiere suprimir el apartado relativo a la suplencia de la 
queja, ya que del agravio planteado en la demanda se advierte que es lo 
suficientemente claro para hacer el análisis que se propone en el proyecto.  
 
En síntesis, la actora plantea lo siguiente: 
 
“Que le causa agravio que no se haya hecho público a las personas que 
evaluaron los perfiles de los aspirantes, así como las evaluaciones detalladas 
como se ordena en la metodología correspondiente.  
 
Asimismo, señala que el Comité Técnico de Evaluación no cumplió con la 
metodología, ya que omitió transparentar su actuación y hacer de su 
conocimiento y de la ciudadanía la forma en que efectuó la evaluación. 
 
Dicha omisión y la falta de transparencia genera resultados carentes de 
legitimidad.” 
Como se observa, el concepto de violación es suficiente para analizar si en el 
acuerdo impugnado el Comité Técnico de Evaluación publicitó las 
calificaciones de los aspirantes, y justificó o dio a conocer las razones que 
motivaron la designación de las personas que accederán a la etapa de 
entrevistas. 
 
Por otra parte, en mi consideración, debe matizarse el penúltimo párrafo de la 
foja 43, para suprimir la idea relativa a que una vez que se den a conocer las 
calificaciones de todos los aspirantes y las razones con base en las cuales se 
llegó a esa calificación, solamente podrán impugnar aquellos que no pasaron 
a la etapa de entrevistas y combatieron el acuerdo que se propone revocar en 
el proyecto. 
Lo anterior, ya que ninguno de los aspirantes y no solamente la actora, se 
encuentra en la posibilidad jurídica de impugnar la evaluación de la que fueron 
objeto, en tanto no conozcan las calificaciones de todos los ciudadanos que 
participaron en la fase de revisión documental, las razones y motivos por los 
que se otorgaron los puntajes a cada participante y cómo se valoró cada 
expediente a partir de los criterios: 1) la autonomía e independencia; 2) la 
trayectoria profesional; 3) los logros y participación en materia democrática; 4) 
los valores democráticos, de género e inclusión; 5) la claridad y calidad en la 
expresión escrita; 6) la capacidad de argumentación y 7) la capacidad de 
detección de problemáticas y soluciones del Sistema Electoral. 
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: EN CONTRA DE QUE SE 
RESUELVA EL JUICIO 
 
Estimo que la resolución del juicio no es de carácter urgente, por las razones 
siguientes. 
 
El proyecto sostiene que el punto de acuerdo IV del Acuerdo de la Sala 
Superior 2/2020, establece que se considera que pueden discutirse y 
resolverse de forma no presencial, entre otros, los asuntos que la Sala 
Superior considere urgentes, entendiéndose por éstos aquellos que se 
encuentren vinculados a algún proceso electoral en relación con términos 
perentorios. 
 
Lo anterior porque, entre otras razones, se sostiene que no existe certeza 
respecto de la fecha en que el Comité Técnico de Evaluación reanudará el 
procedimiento de designación y, una vez que se reinicie, reiniciará la fase de 
las entrevistas. 
 
Así, el proyecto asume un panorama de incertidumbre, además de que 
considera que los plazos en los que se han desarrollado las fases previas del 
procedimiento han sido breves, por lo que asume un presunto riesgo de que 
el asunto se torne irreparable si se resuelve hasta que las condiciones 
sanitarias lo permitan. 
 
Sin embargo, no comparto tales afirmaciones, pues no existe una base cierta 
para establecer la urgencia en la resolución del asunto a partir de la supuesta 
brevedad en que se han ejecutado las fases anteriores del procedimiento de 
selección de consejerías, como tampoco lo existe para sostener que una vez 
que se reanude el procedimiento, se reiniciará con la fase de las entrevistas, 
lo que podría tornar irreparable la violación aludida en la demanda, pues ello, 
en todo caso, constituye un acto futuro de realización incierta. 
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En efecto, desde mi perspectiva, no existen condiciones ciertas y razonables, 
mucho menos probadas, para sostener que asunto es de urgente resolución 
sobre la base de una incierta e inminente reanudación del proceso de 
designación de consejerías del Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral, por lo que tampoco tiene sustento la supuesta irreparabilidad de la 
violación que se reclama por la posible desaparición del Comité Técnico de 
Evaluación una vez que culmine la etapa de las entrevistas. 
 
Lo anterior, porque la aparente urgencia deriva de una condición que aún no 
se actualiza, puesto que la necesidad de resolver el asunto depende de que 
se reanuden las actividades propias del referido Comité Técnico de 
Evaluación, lo que, en todo caso, habría de hacerse mediante acuerdo de la 
Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados del Congreso de 
la Unión, tal como se decretó la suspensión del mismo procedimiento, lo que 
hasta el día de hoy no acontece. 
 
Además, tampoco existen condiciones para asimilar ese procedimiento con el 
de un proceso comicial, por tratarse de procedimientos de distinta naturaleza.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: En contra, dado que estimo que no 
es urgente. 
 
Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: Si se considera urgente. 
 
 

A continuación, las y los Magistrados presentaron su postura 

respecto del juicio SUP-JDC-198/2020 en los siguientes términos: 

 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: Propongo que se confirme el 
acuerdo del Tribunal de Puebla que emitió respecto a la existencia de la 
pandemia, en razón de que, en él, solo precisa las líneas generales de cuál 
será su actuación frente a esa situación extraordinaria. 
 
Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: A favor 
Comparto que el presente asunto se considere urgente, en términos del 
Acuerdo 2/2020, al estar relacionado con un acuerdo del Tribunal local por el 
que determinó suspender sus actividades jurisdiccionales y administrativas a 
partir del 24 de marzo y hasta el 19 de abril 2020, ante la emergencia que vive 
el país derivada del COVID_19, por lo que. 
En cuanto al fondo del asunto, comparto la propuesta pues contrario a lo 
aducido por el actor, se advierte que el acuerdo impugnado está debidamente 
fundado y motivado; puesto que el Tribunal local fundamentó su 
determinación en las disposiciones normativas que lo facultan a emitir 
acuerdos para regular su funcionamiento y expuso los razonamientos que 
sustentaron su determinación con el único fin de cumplir con las 
recomendaciones de las autoridades sanitarias ante la epidemia que vive el 
país y salvaguardar la salud de sus trabajadores y de la ciudadanía. 
Además, existe la posibilidad de que el Tribunal de Puebla resuelva los 
medios de impugnación pendientes puesto que, del punto segundo del 
Acuerdo 2/2020 aprobado el pasado 24 de marzo por ese órgano judicial se 
desprende que podrán celebrarse audiencias o sesiones del Pleno en los 
casos que se determinen como urgentes.  
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR.  

 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: A favor del proyecto, sin observaciones.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: EN CONTRA, por las 
siguientes razones 
 
Considero que el agravio del actor es parcialmente fundado porque el acuerdo 
impugnado no genera certeza sobre las sesiones urgentes del Tribunal local 
y, además de que es ambiguo, no especificó qué criterios utilizará para 
determinar la urgencia de los casos y, por tanto, la necesidad de resolverlos 
de forma inmediata.  
 
Esto, sobre todo, considerando que la impartición de justicia es una de las 
actividades esenciales que no pueden paralizarse del todo, en términos del 
Artículo Primero, fracción II, inciso b), del acuerdo por el que se establecieron 
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acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por 
el virus SARS-COv2, emitido por el Secretario de Salud, publicado en el DOF 
de 31 de marzo de 2020, ya que, considero, es un servicio público esencial, 
de conformidad con el artículo 17 de la Constitución Federal, y que puede 
seguir operando delimitando los supuestos y condiciones que protejan la 
salud de todas las personas a la vez que otorgan certeza a los justiciables.  
 
Por ello, pienso que se debe revocar el acuerdo impugnado y ordenarle al 
tribunal a que emita uno nuevo en el que especifique los asuntos que 
atenderán como urgentes y las condiciones excepcionales en las cuales 
estará operando durante la contingencia. 
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO, 
PERO CON OBSERVACIONES 
 
Si bien estoy de acuerdo con confirmar el acuerdo impugnado, considero que 
debe ordenarse al tribunal local resolver los recursos presentados por el actor 
en aquella instancia, por las siguientes razones. 
 
El actor fue electo como presidente municipal suplente del municipio de 
Tehuacán, Puebla, para el periodo que inició en octubre de 2018 y culminará 
en 2021.  
 
Por lo que, ante la ausencia del presidente municipal propietario de Tehuacán, 
desde el 13 de noviembre de 2019 y el informe del Juez de Control del Poder 
Judicial del Estado de Puebla, de haberse dictado auto de vinculación a 
Proceso al presidente municipal de ese municipio, e imposición de la prisión 
preventiva; el actor solicitó al ayuntamiento, el 19 de noviembre de 2019 le 
fuera tomada la protesta para ejercer el cargo de presidente municipal 
suplente, sin que el ayuntamiento haya respondido dicha solicitud. 
 
Ante ello, si bien se comparte la postura de confirmar el Acuerdo General 
02/2020 emitido por el Pleno del Tribunal Estatal Electoral del Estado de 
Puebla, “mediante el cual, determina la suspensión de actividades 
jurisdiccionales y administrativas del veinticuatro de marzo al diecinueve de 
abril de dos mil veinte, en continuidad a las medidas tomadas por este 
organismo jurisdiccional en el Acuerdo General 01/2020; ante la amenaza del 
coronavirus (COVID-19)”, por estar fundado y motivado, estar en consonancia 
con las recomendaciones sanitarias, así como, por constituir una normativa 
de aplicación general y abstracta, en el que el Pleno de ese Tribunal no podía 
pronunciarse específicamente de los dos medios de impugnación (TEEP-A-
08/2020 y TEEP-A-109/2020) que le fueron reencauzados por la Sala 
Regional Ciudad de México, para su resolución; se advierte que el referido 
Acuerdo General en el punto de acuerdo segundo, determina “no llevar a cabo 
audiencias o sesiones de parte del Pleno del Tribunal Electoral del Estado de 
Puebla, salvo en aquellos casos que el Pleno determine como urgentes”. 
 
En este contexto, y toda vez que, si bien el actor controvierte el Acuerdo 
General 02/2020, su pretensión final es que se ordene resolver con carácter 
de urgente los medios de impugnación TEEP-A-08/2020 y TEEP-A-109/2020 
presentados en enero y febrero, en contra de la omisión del ayuntamiento de 
convocar a sesión del cabildo para que le fuera tomada la protesta para 
ejercer el cargo de Presidente Municipal suplente y la posterior determinación 
de la mayoría del cabildo de no llamar al actor como Presidente Municipal 
suplente, a fin de respetar el principio de presunción de inocencia del 
Presidente Municipal propietario. 
 
Considero necesario ordenar al Tribunal Electoral del Estado de Puebla 
resolver el asunto de fondo relacionado al ejercicio del cargo de presidente 
municipal suplente de Tehuacán, Puebla, a fin de no vulnerar el derecho al 
voto en su vertiente de ejercicio al cargo de presidente municipal suplente de 
Tehuacán, por el cual, resultó electo en junio de 2018 y ha demandado la 
toma de protesta a través de peticiones en noviembre de 2019 y a través de 
los medios de impugnación interpuestos en enero y febrero de 2020  
 
Pues de no ordenar su urgente resolución podría generar una merma por el 
transcurso del tiempo, o bien, volver nugatorio el derecho político del actor a 
ejercer el cargo referido por no haber vacante que cubrir.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: En sus términos. 
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Magistrada Janine M. Otálora Malassis: Atendiendo a las preocupaciones 
que genera el caso, propongo la siguiente sustitución a mi proyecto  
 
Ello en razón de que quien tiene la impugnación de omisión de resolver es la 
Sala Regional, para que ella resuelva lo conducente y sea quien ordene al 
Tribunal de Puebla pronunciarse respecto a la urgencia del caso, porque no 
es viable en este momento que nosotros resolvamos sobre esa controversia, 
al no tener esa impugnación.  
 
FOJA 18 (…)  
Por lo que, el caso de que el Pleno determine que se debe resolver diversos 
asuntos de manera urgente existe la posibilidad de que los funcionarios 
adscritos al tribunal lleven sus atribuciones, de ahí que no existe una 
vulneración al derecho de acceso a la justicia.  
De lo expuesto, se advierte que la medida implementada por el Tribunal no 
genera un agravio directo al actor, porque el acuerdo constituye una norma 
general que admite la excepción de resolución de asuntos urgentes, sólo que 
éstos quedan a la decisión que tome el Pleno del Tribunal responsable al 
momento de que sean puestos a consideración. 
No pasa desapercibido para esta Sala Superior, que las impugnaciones 
promovidas por el actor para controvertir la negativa de tomarle protesta como 
presidente municipal en el Ayuntamiento de Tehuacán, Puebla, fueron 
reencauzadas al Tribunal responsable por la Sala Regional Ciudad de México 
desde el mes de febrero de este año, sin que hayan sido resueltos por la 
instancia local, no obstante que la materia de impugnación versa sobre la 
debida integración del Cabildo. 
En ese contexto, es que el actor promovió un juicio ciudadano a fin de 
controvertir la citada omisión, el cual es del conocimiento de la Sala Ciudad 
de México.  
En consecuencia, se considera que dicha Sala debe resolver a la brevedad el 
juicio ciudadano antes señalado, y determinar sobre la existencia o no de la 
omisión por parte del Tribunal local de resolver los juicios interpuestos por el 
actor en esa instancia identificados con los números de expedientes TEEP-A-
08/2020 y TEEP-A-109/2020, ello tomando en consideración la materia de 
impugnación.  
Lo anterior, con la finalidad de que, en caso de resultar fundada la omisión se 
ordene al Pleno del Tribunal local emita el pronunciamiento respecto sobre las 
citadas impugnaciones son de urgente resolución o no de conformidad con lo 
establecido en el punto de acuerdo SEGUNDO del acuerdo aquí impugnado, 
en el cual se determinó la suspensión de las resoluciones en los asuntos que 
se encuentran en sustanciación en ese órgano jurisdiccional local, salvo 
aquellos casos que el Pleno los determiné como urgentes. 
En consecuencia, ante lo infundado de los conceptos de agravio hechos 
valer por el actor lo procedente conforme a Derecho es confirmar el acuerdo 
general 02/2020 emitido por el Tribunal Electoral del Estado de Puebla. 
Por lo expuesto y fundado, se aprueba el siguiente 
RESOLUTIVO 
PRIMERO. Se confirma el acuerdo impugnado. 
SEGUNDO. Se vincula a la Sala Regional correspondiente a la cuarta 
circunscripción plurinominal de este Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación con sede en esta Ciudad, para que resuelva el diverso juicio 
ciudadano identificado con la clave de expediente SCM-JDC-78/2020 de su 
índice promovido por el hoy actor, en los términos precisados en esta 
ejecutoria.  
Notifíquese como en Derecho corresponda. 
En su oportunidad, devuélvanse los documentos atinentes y archívese el 
expediente como asunto total y definitivamente concluido. 
 
Respecto de la observación formulada por la Mag. Monica Soto no puede ser 
atendida en el presente juicio en virtud de que la impugnación a la omisión por 
parte del Tribunal local de resolver su juicio está radicado en la SRCDMX, 
siendo éste el órgano jurisdiccional que debe resolver el fondo del asunto. 
Considero que el ajuste propuesto al proyecto ordenando a la referida Sala 
Regional que resuelva la controversia abona a la protección del derecho 
político del actor. 

 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: De acuerdo con los ajustes que propone 
la Magistrada Otalora  

 
Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: SUSTITUCIÓN. Me 
mantengo con la misma postura inicial. Considero que el análisis de 
este juicio está condicionado por los motivos que nos llevaron a asumir 
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competencia. Es decir, en analizar la legalidad y constitucionalidad del 
acuerdo que emitió el Tribunal local, como norma general y abstracta.  
Por ello, lo que debemos analizar es si el Tribunal puede suspender 
actividades jurisdiccionales y administrativas, sin especificar las 
condiciones con las cuáles estará operando, así como las actividades 
que permanecerán funcionando. En este sentido, considero que el 
agravio del actor es parcialmente fundado y se debe revocar el acuerdo 
a fin de que el tribunal emita uno nuevo, en donde determine de forma 
clara cómo y en qué casos seguirá operando durante la situación 
extraordinaria de contingencia. 

 
Posteriormente, las y los Magistrados presentaron su postura 

respecto del incidente del recurso SUP-REC-682/2018 en los siguientes 

términos: 

 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: A favor 
Coincido con el sentido de la propuesta de declarar en vías de cumplimiento 
la sentencias de mérito e incidentales, mediante las cuales se ha ordenado al 
Ayuntamiento y a la Secretaría de Finanzas la realización de las acciones 
conducentes a fin de hacer efectivos los derechos de libre determinación, 
autonomía y participación política de la comunidad indígena, a través de la 
transferencia de los recursos que le corresponden, los cuales deben definirse 
a partir de la totalidad de ingresos que recibe el municipio.  
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR. 

 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: Se coincide con el sentido de la 
propuesta, ya que la sentencia se encuentra en vías de cumplimiento y se 
requieren de aspectos técnicos para que se cumplimente. 
Sin embargo, se sugiere lo siguiente: 
1. Suprimir el resolutivo en el que se califica como infundado el incidente. 
Estimo que, si el incidente se califica de infundado y al mismo tiempo se 
declara en vías de cumplimiento la sentencia, podría pensarse que esas 
determinaciones son contradictorias entre sí. Por eso, considero que es 
suficiente con establecer que la sentencia se encuentra en vías de 
cumplimiento. 
2. Estimo que se debe reflexionar respecto del plazo de 60 días naturales 
otorgado a las responsables para que cumplan lo ordenado, toda vez que 
actualmente se está en un estado de emergencia sanitaria. 
En todo caso, podría decirse que una vez que supere la emergencia, deben 
realizarse los actos que se indican en el proyecto (que incluyen reuniones de 
personas).  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: A FAVOR, sin observaciones  
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
La pretensión del incidentista es la entrega de recursos económicos a 
comunidad indígena.  
El promovente refiere que el Ayuntamiento fue omiso en entregar al Comité 
Comunitario los recursos que corresponden a la comunidad indígena San 
Pablito, en el Municipio de Pahuatlán, Puebla, bajo el argumento de que la 
Secretaría de Planeación y Finanzas está buscando la manera de hacer 
efectiva su transferencia por la falta de consenso entre dependencias 
estatales; asimismo, alega que la Secretaría ha sido omisa en atender lo 
ordenado por la Sala Superior, porque si bien ha manifestado realizar diversas 
reuniones de trabajo, la realidad es que no se han organizado de manera 
coordinada con la comunidad indígena. 
El proyecto considera infundado el incidente, porque el Ayuntamiento y la 
Secretaría de Planeación y Finanzas han realizado diversas diligencias a fin 
de dar cumplimiento a lo ordenado por este órgano jurisdiccional. 
Estoy de acuerdo con el proyecto, porque la Secretaría mencionada, por 
conducto de diversas áreas, entre otras acciones, celebró una reunión el 20 
de noviembre de 2019, en la cual se acordó que requeriría al Ayuntamiento el 
total de los ingresos de su hacienda pública; asimismo, que la Subsecretaría 
de Desarrollo Político de la Secretaría de Gobernación solicitaría y analizaría 
antecedentes de la de Finanzas del Estado de Michoacán para reforzar el 
cumplimiento a la sentencia. 
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Finalmente, el Ayuntamiento, entre otras que ha llevado a cabo, se encuentra 
la emisión de diversos cheques a favor del Comité Comunitario.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: Estimo que no sujetemos el plazo a 
60 días, tomando en cuenta la situación sanitaria que impera en el país.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: Se comparte el cambio 
adoptado en el plazo para el cumplimiento de la ejecutoria a raíz de los 
posicionamientos a fin de que transcurra hasta que concluya la contingencia. 
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: En virtud de la observación del 
Magistrado Indalfer Infante haré una adecuación al plazo de cumplimiento 
proponiendo que se cumpla en 30 días naturales que se empezaran a contar 
una vez que concluya la contingencia. Asimismo, acepto la sugerencia del 
Magistrado Infante y suprimo lo referente a que el incidente es infundado para 
evitar alguna contradicción. 
 

En atención a lo anterior, una vez recibidas las hojas de votación 

correspondientes, se aprobó retirar de la presente sesión no presencial 

el juicio SUP-JDC-182/2020, mientras que el proyecto relativo al 

incidente del recurso SUP-REC-682/2018 se aprobó por unanimidad 

de votos, y el juicio SUP-JDC-198/2020 se aprobó por mayoría de 

votos, con el voto en contra del Magistrado Reyes Rodríguez 

Mondragón y el voto concurrente de la Magistrada Mónica Aralí Soto 

Fregoso. 

 

Por lo antes expuesto, los puntos resolutivos de los proyectos 

antes referidos quedaron aprobados de la siguiente forma: 

 

SUP-JDC-198/2020  

PRIMERO. Se confirma el acuerdo impugnado. 

 

SEGUNDO. Se vincula a la Sala Regional correspondiente a la cuarta 

circunscripción plurinominal de este Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación con sede en esta Ciudad, para que resuelva el diverso juicio 

ciudadano identificado con la clave de expediente SCM-JDC-78/2020 de su 

índice promovido por el hoy actor, en los términos precisados en esta 

ejecutoria.   

 

SUP-REC-682/2018 Tercer incidente de incumplimiento de sentencia  

PRIMERO. Se tiene al Ayuntamiento y a la Secretaría de Planeación y 

Finanzas, en vías de cumplimiento de la sentencia dictada el veintitrés de 

agosto de dos mil dieciocho, dentro del recurso de reconsideración SUP-

REC-682/2018, así como de las emitidas en los incidentes de incumplimiento 

de sentencia previos. 

 

SEGUNDO. Se ordena al Ayuntamiento; al Comité Comunitario, y a la 

Secretaría de Planeación y Finanzas, para que actúen en los términos 

expuestos en la presente ejecutoria.  
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TERCERO. Se previene al Ayuntamiento y a la Secretaría de Planeación y 

Finanzas, en los términos de esta determinación.   

 

A continuación, el Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes 

Barrera, instructor y ponente en los expedientes SUP-AG-36/2020, 

SUP-AG-40/2020, SUP-AG-41/2020, SUP-AG-42/2020, SUP-JDC-

196/2020, SUP-JDC-199/2020 a SUP-JDC-213/2020 y SUP-JDC-

215/2020, presentó los proyectos respectivos, en los que propuso lo 

siguiente:  

 

SUP-AG-36/2020 Acuerdo de Sala 

ÚNICO. Es improcedente la consulta competencial planteada por el Tribunal 

Electoral de la Ciudad de México.  

 

SUP-AG-40/2020 y acumulados Acuerdo de Sala 

PRIMERO. La Sala Superior es formalmente competente para conocer y 

resolver el medio de impugnación al rubro indicado. 

 

SEGUNDO. Se acumulan los expedientes SUP-AG-41/2020 y SUP-AG-

42/2020 al expediente SUP-AG-40/2020 por ser este el primero que se recibió 

en la Oficialía de Partes.  

 

TERCERO. Se reencauzan las demandas al medio de defensa competencia 

de la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA, para que 

resuelva lo conducente.  

 

CUARTO. Previas las anotaciones que correspondan y copia certificada que 

se deje en el Archivo Jurisdiccional de este Tribunal de la totalidad de las 

constancias que integran el expediente al rubro identificado, remítase a la 

Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA las constancias del 

expediente, para que en uso de sus atribuciones resuelva lo que en Derecho 

proceda.  

 

SUP-JDC-196/2020 y acumulado Acuerdo de Sala 

PRIMERO. Se acumula el expediente SUP-JDC-200/2020 al expediente 

SUP-JDC-196/2020 por ser este el primero que se recibió en la Oficialía de 

Partes.  

 

SEGUNDO. Se reencauza la demanda del juicio ciudadano al medio de 

defensa competencia de la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de 

MORENA, para que resuelva lo conducente por cuanto a los vicios propios de 

los actos impugnados que se han precisado en esta determinación.  

 

TERCERO. Previas las anotaciones que correspondan y copia certificada que 

se deje en el Archivo Jurisdiccional de este Tribunal de la totalidad de las 

constancias que integran el expediente al rubro identificado, remítanse a la 
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Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA, para que en uso 

de sus atribuciones resuelva lo que en Derecho proceda.  

 

SUP-JDC-199/2020 y acumulados Acuerdo de Sala 

PRIMERO. Se acumulan los expedientes SUP-JDC-201/2020, SUP-JDC-

202/2020, SUP-JDC-203/2020, SUP-JDC-204/2020, SUP-JDC-205/2020, 

SUP-JDC-206/2020, SUP-JDC-207/2020, SUP-JDC-208/2020, SUP-JDC-

209/2020, SUP-JDC-210/2020, SUP-JDC-211/2020, SUP-JDC-212/2020, 

SUP-JDC-213/2020 y SUP-JDC-215/2020, al diverso SUP-JDC-199/2020, 

por ser éste el primero en recibirse. 

 

SEGUNDO. Se reencauzan las demandas al medio de impugnación 

competencia de la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA.  

TERCERO. Previas las anotaciones que correspondan y copia certificada que 

se deje en el Archivo Jurisdiccional de este Tribunal de la totalidad de las 

constancias que integran el expediente al rubro identificado, remítanse a la 

Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA, para que en uso 

de sus atribuciones resuelva lo que en Derecho proceda.  

 

Al respecto, se sometieron a consideración del Pleno los referidos 

proyectos, por lo que las y los Magistrados presentaron, en primer 

término, su postura respecto del asunto general SUP-AG-36/2020 en 

los siguientes términos: 

 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: En el proyecto 
que pongo a su consideración, propongo considerar como improcedente la 
consulta competencial planteada por el Tribunal Electoral de la Ciudad de 
México. 
De los razonamientos que convergen en la consulta competencial planteada 
por el tribunal solicitante, no son suficientes para que esta Sala Superior 
asuma la competencia directa del medio de impugnación local, porque es el 
tribunal solicitante quien, de manera primigenia, debe conocer del medio de 
impugnación conforme al ámbito de su competencia. 
En este sentido, las razones que aduce el tribunal solicitante no encuadran en 
las hipótesis que dieron origen a la atracción de los medios de impugnación 
por esta Sala Superior, como tampoco en lo resuelto en el amparo directo 
46/2018. 
En el caso, en el juicio de la ciudadanía sometida a la jurisdicción del tribunal 
local, la parte actora solicita que se determine si el pueblo de San Luis 
Tlaxialtemalco, tiene derecho a que la Alcaldía de Xochimilco les transfiera los 
recursos públicos y las responsabilidades correspondientes a sus 
autoridades, lo cual, le compete al tribunal local el conocimiento de dicho 
medio de impugnación.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: A FAVOR, con 
observaciones 
•Sugiero que se sustituya la palabra “improcedencia”, que aparece en distintos 
apartados del proyecto, por la afirmación de que es el tribunal local es la 
autoridad competente para resolver, ya que no estamos resolviendo un medio 
de impugnación, sino una consulta competencial. 
•2.  Sugiero que se argumente la competencia del tribunal local (relacionada 
con la entrega de recursos a las comunidades indígenas), ya que el proyecto 
es insuficiente en ese aspecto. 
 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: A favor de la propuesta de declarar 
improcedente la consulta. No obstante, para fortalecer la argumentación, se 
sugiere explicar que en el caso el Tribunal Local no plantea algún conflicto 
competencial entre dos o más autoridades electorales, sino que el 
planteamiento tiene el único propósito de que la Sala Superior determine si la 
controversia es de la materia electoral, pero la solución de esa cuestión le 
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compete al Tribunal Local y la Sala Superior no puede sustituirse en sus 
atribuciones.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: Solicitaría que se le respondiera 
frontalmente al Tribunal local que el hecho de que esta Sala hubiera atraído 
un asunto, per se, no genera su competencia, de ahí que este obligada a 
cumplir con su competencia constitucional y legal.  
 
Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR. En este asunto es 
importante referir que en la SFA-02/2020 se determinó ejercer la facultad de 
atracción respecto de un asunto con temática relativa a la transferencia de 
recursos dado la posibilidad de que exista una contradicción de criterios entre 
lo establecido por la Segunda Sala de la Corte y los criterios de Sala Superior. 
Este asunto salió por mayoría de 4 votos con el voto en contra de los 
Magistrados Fuentes, Rodríguez y De la Mata. 
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
 
La pretensión del actor es impugnar la negativa de la solicitud hecha valer por 
diversas personas de la Alcaldía de Xochimilco para determinar que el pueblo 
de San Luis Tlaxialtemalco tiene derecho a que la alcaldía le transfiera 
recursos públicos y responsabilidades correspondientes a sus autoridades, 
esto es, reclaman la declaración de un derecho. 
 
Por lo que a juicio de este órgano electoral esa declaratoria corresponde 
estudiarla al tribunal consultor. 
 
Lo anterior, pues aunque aduce que la duda radica en la similitud del tema 
con los atraídos por esta Sala Superior, dejó de observar que las facultades 
de atracción SUP-SFA-2/2020 y SUP-SFA-3/2020, fueron realizadas por la 
Sala Regional Xalapa, ya que la controversia se relacionaba con las 
resoluciones emitidas por el Tribunal Electoral de Oaxaca mediante las cuales 
declinaba su competencia para el conocimiento de los asuntos vinculados con 
la administración directa de recursos por parte de las comunidades indígenas, 
al haber interpretado los precedentes sostenidos por esta Sala Superior en 
contraste con lo resuelto por la Segunda Sala de la Corte, en torno al cual 
remitió las demandas a la Sala de Justicia Indígena. 
 
De ahí que, por el momento no exista similitud con los asuntos atraídos por 
esta Sala y se considere adecuada la propuesta de declarar improcedente la 
consulta.  
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: No se comparte el sentido del 
proyecto, porque se considera que no se puede declarar improcedente una 
consulta competencial, sino que debe hacer un pronunciamiento sobre que 
órgano jurisdiccional es el competente para conocer la controversia. 
 
Por lo cual, se considera que se debe argumentar que el Tribunal local es 
competente formalmente para conocer y resolver la controversia planteada. 
 
Esto, porque conforme a lo previsto en el artículo 122 de la Ley Procesal 
Electoral de la Ciudad de México, el Tribunal local conoce, sustancia y 
resuelve el juicio ciudadano local, en el cual se puede analizar la controversia 
planteada por los actores, ya que se debe privilegiar en primer lugar que sea 
la vía local ordinaria quien ejerza el control jurisdiccional de la normativa 
electoral local que pudiese verse incumplida, lo que privilegia la justicia 
completa establecida en el artículo 17 de la Constitución Federal. 
 
Es aplicable en lo conducente, la jurisprudencia 15/2014. FEDERALISMO 
JUDICIAL. SE GARANTIZA A TRAVÉS DEL REENCAUZAMIENTO DE 
ASUNTOS A LA AUTORIDAD LOCAL COMPETENTE AUN CUANDO NO 
ESTÉ PREVISTA UNA VÍA O MEDIO DE IMPUGNACIÓN ESPECÍFICO 
PARA IMPUGNAR EL ACTO RECLAMADO. 
 
Además, se debe argumentar respecto a que el Tribunal local debe conocer 
el asunto para respetar los principios de definitividad y federalismo judicial, 
debido a que el medio de impugnación es la instancia ordinaria, mientras que 
el juicio ciudadano federal es la instancia extraordinaria, por lo cual, a priori, no 
se podría determinar si la materia de impugnación corresponde a la 
competencia electoral. 
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También se sugiere adicionar consideraciones respecto a que no es posible 
ejercer la facultad de atracción como se hizo en los expedientes SUP-SFA-
2/2020 y SUP-SFA-3/2020, ya que no se reúnen los requisitos que prevé el 
artículo 189 bis de la LOPJF, ya que el Tribunal Electoral no es parte y no es 
un órgano jurisdiccional que integre el TEPJF.  
 
Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera:  
•No declarar improcedente la consulta competencial y abordar la 
competencia del tribunal local 
Observación. El magistrado Rodríguez sugiere se sustituya la palabra 
“improcedencia” por la afirmación de que el tribunal local es la autoridad 
competente para resolver, así como que se argumente la competencia del 
tribunal local, relacionada con la entrega de recursos a las comunidades 
indígenas. 
La Magistrada Otálora considera que no se puede declarar improcedente una 
consulta competencial, sino que debe hacer un pronunciamiento sobre que 
órgano jurisdiccional es el competente para conocer la controversia; y que en 
el caso el Tribunal local es competente formalmente para conocer y resolver 
la controversia planteada. 
Réplica. No comparto la perspectiva de la Magistrada Otálora y el Magistrado 
Reyes, ya que implicaría conceder a los tribunales locales atender este tipo 
de consultas cuando realmente no plantean un conflicto competencial, sino 
contar con un pronunciamiento preliminar de este tribunal en relación con 
materias litigiosos de su competencia. 
Además, de abordar el asunto a partir de la consideración que los tribunales 
locales son competentes para conocer de estas impugnaciones, implicaría 
anticipar el punto materia de la consulta, es decir, cuál es la base normativa 
en que se sustenta la competencia de los órganos jurisdiccionales electorales 
para el conocimiento de los medios de impugnación relacionados con la 
entrega de recursos públicos. 
Desde esta vertiente, describir el marco normativo de la competencia del 
tribunal local relacionada con la entrega de recursos a las comunidades 
indígenas implicaría resolver esta cuestión sin que se haya dilucidado 
plenamente en los medios de impugnación que se encuentran esta Sala 
Superior con relación al tema competencial (SUP-JDC-131/2020 y SUP-JDC-
145/2020). 
Es suficiente con señalar que el tribunal local es quien debe determine lo 
conducente respecto del medio de impugnación; dado que, puede actuar en 
distintas vertientes para pronunciare respecto de la demanda en que se hace 
valer la entrega de recursos a las comunidades indígenas. 
Por lo que, sobre estos puntos, sostengo la propuesta que presentó. 
 
•Aclarar que no se plantea una consulta competencial 
Observación: El magistrado Infante sugiere explicar que en el caso el 
Tribunal Local no plantea algún conflicto competencial entre dos o más 
autoridades electorales, sino que el planteamiento tiene el único propósito de 
que la Sala Superior determine si la controversia es de la materia electoral, 
pero la solución de esa cuestión le compete al Tribunal Local y la Sala 
Superior no puede sustituirse en sus atribuciones. 
Réplica. Acepto la sugerencia, por lo que se hará el agregado 
correspondiente a la propuesta, en los siguientes términos: 

“En tal estado de cosas, el tribunal solicitante no plantea un conflicto 
competencial entre dos o más autoridades electorales, sino que, esta 
tiene por objeto que la Sala Superior emita una decisión sobre si la 
controversia sometida a su conocimiento es o no de la materia 
electoral, sino que es el órgano jurisdiccional local quien debe emitir 
la solución a esta cuestión competencial, sin que este tribunal 
electoral pueda sustituirse en el ejercicio de sus atribuciones”. 

 
•La atracción de otros asuntos no implica que se conozca de todos los 
demás  
Observación: El magistrado Vargas solicita que se responda frontalmente al 
Tribunal local que el hecho de que esta Sala hubiera atraído un asunto, per 
se, no genera su competencia, de ahí que este obligada a cumplir con su 
competencia constitucional y legal. 
Por otra parte, la magistrada Otálora sugiere adicionar consideraciones 
respecto a que no es posible ejercer la facultad de atracción como se hizo en 
los expedientes SUP-SFA-2/2020 y SUP-SFA-3/2020, ya que no se reúnen 
los requisitos que prevé el artículo 189 bis de la LOPJF, ya que el Tribunal 
Electoral no es parte y no es un órgano jurisdiccional que integre el TEPJF. 
 
Réplica: Acepto la solicitud del magistrado Vargas, por lo que se hará el 
agregado correspondiente a la propuesta, en los siguientes términos: 
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“En esa medida, el hecho de que esta Sala Superior ejerciera su 
facultad de atracción en los expedientes anotados, no implica 
necesariamente que conozca y resuelva todos los asuntos que 
tengan una temática similar; antes bien, en el caso particular de la 
presente consulta, resulta evidente que es al tribunal solicitante, 
quien en ejercicio de su competencial legal y constitucional, le 
corresponde pronunciarse respecto del medio de impugnación y 
emitir la determinación que en Derecho corresponda.  
 
En tal virtud la atracción de asuntos diversos no condiciona ni obliga 
a este Tribunal Electoral al conocimiento del medio de impugnación 
de la presente consulta.” 

 
En cuanto a la sugerencia de la magistrada Otálora, en el proyecto ya se 
aborda que no hay relación entre la facultad de atracción ejercida en los otros 
asuntos y la materia que consulta el tribunal local, aunado a que con el ajuste 
qué se incorpora a observación del magistrado Vargas considero que se 
atiende la problemática; por lo que no haría ajustes al proyecto sobre este 
punto 
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: Estoy de acuerdo con todas las 
observaciones que hacen los magistrados y la magistrada. Considero que 
refuerzan la línea argumentativa del proyecto. 
 

A continuación, las y los Magistrados presentaron su postura 

respecto de los asuntos generales SUP-AG-40/2020 y acumulados en 

los siguientes términos: 

 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: En el proyecto que 
pongo a su consideración, se propone que la Sala Superior es formalmente 
competente para conocer de las impugnaciones, dado que se relacionan con 
el proceso de renovación de la dirigencia nacional de un partido político. 
Por otra parte, que en el caso no se cumple el requisito de definitividad en las 
impugnaciones, ni los requisitos para que esta Sala conozca en la vía de salto 
de instancia. 
En este sentido, la propuesta es que la Comisión Nacional de Honestidad y 
Justicia conozca de las impugnaciones presentadas por diversos ciudadanos.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: A FAVOR, con observaciones 

Estoy de acuerdo con el proyecto que se nos propone, sin embargo, 
considero que debe eliminarse la idea que señala que sólo se rencauzan 
algunos de los planteamientos del actor, y no la demanda de forma íntegra. 

En efecto, tanto en el apartado de decisión como en el de efectos de la 
propuesta se dice lo siguiente: 

“5. Decisión.  

Así, con el fin de hacer efectiva la garantía de acceso a una justicia pronta y 
expedita, que tutela en favor del actor el artículo 17, segundo párrafo, de la 
Constitución Federal; lo procedente es reencauzar la demanda promovida a 
la CNHJ de MORENA, para que resuelva con plenitud de jurisdicción lo que 
en derecho corresponda, pero sólo respecto de los agravios señalados 
en esta determinación, en los que el actor impugna, por vicios propios, 
la Convocatoria y el Acuerdo por el que se suspenden los actos 
relacionados con la misma.  

[…] 
 

6. Efectos 

La CNHJ de MORENA deberá resolver a la brevedad y en plenitud de sus 
atribuciones, lo que en Derecho proceda, pero sólo respecto de los 
agravios señalados en esta determinación, en los que el actor impugna, 
por vicios propios, la Convocatoria y el Acuerdo por el que se 
suspenden los actos relacionados con la misma.” 

Por otra parte, los agravios se sintetizan en la página 7, párrafo 2, del proyecto, 
en los términos siguientes: 

“…En efecto, el promovente hace valer, esencialmente, que la Convocatoria 
no incluye garantía de audiencia para quienes decidan participar conforme a 
sus términos, la falta de reglas claras en su redacción, la supuesta violación a 
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tratados internacionales al no contemplar que quienes se inscriban a las 
diversas candidaturas puedan promoverlas o la omisión de reglas 
relacionadas con la paridad de género...”. 

Sin embargo, al contrastar dicha síntesis con las demandas observo que en 
el proyecto no está considerando el agravio por el cual se plantea que 
MORENA no cuenta con un padrón confiable y que, derivado de ello, no es 
válido convocar a congreso nacional ordinario. 

Considero que se debe incluir ese planteamiento pues: 

•Está expresamente señalado en los escritos de demanda. Al respecto se dice 
que: que “resulta inviable la celebración del III Congreso Nacional Ordinario, 
toda vez que tal y como esa H. Sala Superior lo ha decretado, en diversos 
juicios, el padrón de militantes carece de confiabilidad, certeza y 
certidumbre…” . 

•Constituye un tema que se encamina a cuestionar la validez de la 
convocatoria. 

•En otros asuntos circulados para esta sesión (SUP-JDC-199/2020 y 
acumulados) cuyas demandas son prácticamente idénticas circulados no se 
hace el señalamiento de estudiar sólo algunos agravios. 

Por tales razones, respetuosamente sugiero las modificaciones siguientes: 

Primero, agregar el agravio faltante en la página 7, segundo párrafo del 
proyecto, para quedar de la siguiente manera: 

“…En efecto, los promoventes hacen valer que “resulta inviable la 
celebración del III Congreso Nacional Ordinario” teniendo en cuenta que 
de conformidad con diversas sentencias de la Sala Superior se ha 
indicado que el partido MORENA carece de un padrón confiable de 
militantes; también señaló que la Convocatoria presenta distintas 
irregularidades tales como: no incluye garantía de audiencia para quienes 
decidan participar conforme a sus términos, la falta de reglas claras en su 
redacción, la supuesta violación a tratados internacionales al no contemplar 
que quienes se inscriban a las diversas candidaturas puedan promoverlas o 
la omisión de reglas relacionadas con la paridad de género. 

Segundo, suprimir las ideas que ordenan solo estudiar los agravios 
sintetizados en la demanda. La propuesta sería homologar los apartados de 
decisión y efectos a las propuestas de los juicios SUP-JDC-199/2020 y 
acumulados. Así, la redacción podría quedar de la siguiente forma: 
 

5. Decisión.  

Así, con el fin de hacer efectiva la garantía de acceso a una justicia pronta y 
expedita, que tutela en favor del actor el artículo 17, segundo párrafo, de la 
Constitución Federal; lo procedente es reencauzar la demanda promovida a 
la CNHJ de MORENA, para que resuelva con plenitud de jurisdicción lo que 
en derecho corresponda. pero sólo respecto de los agravios señalados 
en esta determinación, en los que el actor impugna, por vicios propios, 
la Convocatoria y el Acuerdo por el que se suspenden los actos 
relacionados con la misma.  

[…] 
 

6. Efectos 

La CNHJ de MORENA deberá resolver a la brevedad y en plenitud de sus 
atribuciones, lo que en Derecho proceda. pero sólo respecto de los 
agravios señalados en esta determinación, en los que el actor impugna, 
por vicios propios, la Convocatoria y el Acuerdo por el que se 
suspenden los actos relacionados con la misma. 

 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: De acuerdo con la propuesta de 
reencauzamiento.  
Se sugiere suprimir del proyecto la parte en la que se dice que el órgano de 
justicia partidista debe ocuparse solamente de los agravios que se precisan 
en la resolución. Lo anterior, porque en el proyecto no se hace distinción 
alguna para explicar que sólo algunos agravios serán motivo de 
reencauzamiento. De la lectura completa del proyecto, se advierte que las 
impugnaciones deben remitirse en su integridad, lo cual comparto.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: Solicitaría se eliminaran los 
apercibimientos que se realizan.  
 
Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR. 
 
Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
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Estoy de acuerdo con asumir competencia dado que los asuntos provienen 
del Tribunal Electoral de Tlaxcala y el Tribunal Electoral de Veracruz, y en el 
proyecto se estima que se debe conocer de los mismos por esta Sala 
Superior, por cuestionar actos vinculados con la renovación de órganos 
nacionales de dirección de un partido político, lo que no corresponde a los 
órganos jurisdiccionales de naturaleza local. 
 
También comparto desestimar la pretensión de los promoventes para que el 
asunto se conozca per saltum ante la SS, al señalar:  
a) Contumacia de la CNHJ advertida al resolver el SUP-JDC-1573/2019: Es 
insuficiente, porque la ilación procesal allá determinada no implica que se 
replique en la resolución de los casos en acuerdo, ni se impide a los 
justiciables agotar los medios de defensa para solventar la posible omisión. 
b) El reglamento de la CNHJ está impugnado en el SUP-JDC-162/2020: 
Tampoco actualiza la excepción a la regla procesal, porque el partido debe 
respetar las obligaciones que, sobre el tema, dispone la Ley General de 
Partidos Políticos, aunado a que la impugnación del reglamento no suspende 
sus efectos hasta en tanto no se resuelva la modificación o revocación de 
éste. 
Finalmente, se coincide con el proyecto en reencauzar el asunto al partido 
para que resuelva en breve e informe a esta Sala, porque cuenta con una 
autoridad jurisdiccional encargada de revisar, en primera instancia, los 
aspectos vinculados con su vida interna, como en el caso se trata de la 
convocatoria para la renovación de dirigencias partidistas, así como el 
respectivo acuerdo de suspensión del aludido procedimiento interno.  
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: I. El proyecto introduce un 
argumento que los actores no efectúan respecto al per saltum. En el 
estudio de la procedencia del per saltum, hace referencia a un argumento en 
las demandas “amén de que el Reglamento de dicho partido se encuentra 
impugnado ante esta Sala Superior en el expediente SUP-JDC-162/2020 el 
cual establece plazos que superan lo razonable”; sin embargo, de la lectura 
de las demandas, no se advierte dicho planteamiento. (AG40, AG41, AG42 
solo refieren que la CNHJ ha sido contumaz en resolver otros asuntos, ese es 
su argumento). 
 
II. El proyecto omite indicar dos agravios. El acuerdo señala que se 
reencauza las demandas para que la CNHJ resuelva lo que en derecho 
corresponda, haciendo la precisión sólo respecto de ciertos agravios. En 
efecto en la página 7 alude que en los asuntos se hace valer, esencialmente, 
que la Convocatoria no incluye garantía de audiencia para quienes decidan 
participar conforme a sus términos, la falta de reglas claras en su redacción, 
la supuesta violación a tratados internacionales al no contemplar que quienes 
se inscriban a las diversas candidaturas puedan promoverlas o la omisión de 
reglas relacionadas con la paridad de género. 
 
En esa medida, el acuerdo solo menciona cuatro planteamientos de los 
actores; sin embargo, de la lectura de las demandas del SUP-AG-40/2020, 
SUP-AG-41/2020 y SUP-AG-42/2020 se desprenden, los siguientes: 
 
Agravios 
1. Violación al principio de certeza ya que no es viable la celebración del III 
Congreso Nacional, porque el padrón de afiliados carece de confiabilidad, 
certeza y certidumbre. 
Al respecto considera que resulta inviable la celebración del III Congreso 
porque el padrón carece de confiabilidad. 
Tomando en consideración lo resuelto por SS en la que consideró que no 
resulta confiable. 
SS ha declarado que el padrón de afiliados carece de confiabilidad, certeza y 
certidumbre, por tanto, es inviable la elección  
 
6. La emisión y publicación de la convocatoria se realizó con la intención de 
no llevar a cabo el proceso interno de renovación de la presidencia y 
secretaría general del CEN. 
Presume que el CEN tenía conocimiento de la imposibilidad de llevar a cabo 
eventos masivos con asistencia de más de 100 personas, ya que el 24 de 
marzo se publicó en el DOF el acuerdo por el que se establecen medidas 
preventivas para mitigar el virus COVID-19, emitido por la Secretaría de Salud; 
sin embargo, pretendían reunir al menos 1500 y máximo 3600 delegados en 
un solo local (con base en el artículo 35 del Estatuto). 
Menciona que es muy evidente que la intención de convocar al III Congreso 
fue con el plan de suspenderlos actos tendentes a llevar a cabo el proceso de 

Representación impresa de un documento firmado electrónicamente.
Fecha de impresión: 17/04/2020 21:55:02    Página 24 de 47



 

25 
ACTASNP.3.2020 

JDC 

renovación, ya que de la lectura de la consulta realizada a la CNHJ y su 
respuesta al CEN (de fecha 29 de marzo), así como la publicación de la 
convocatoria (el 30 de marzo), el CEN ya tenía conocimiento de que no se 
podía llevar a cabo el Congreso por la emergencia sanitaria.  
Lo anterior, con la intención de burlar el cumplimiento de la sentencia de 
26.Feb.20 
 
De lo anterior, se advierte que el acuerdo no hace referencia a todos los 
planteamientos enunciados en el numeral 1 y 6 (agravios subrayados), lo cual 
podría confundir que estos no serán motivo de reencauzamiento, ya que 
el acuerdo es muy enfático en que la CNHJ solo conocerá de los 
agravios señalados. Aunque en el proyecto, se dice en esencia, es 
pertinente indicar todas las temáticas.   
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: De acuerdo con las 
observaciones del resto de los magistrados y magistradas. 
 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera:  
• Referencia a reencauzamiento de algunos de los agravios 
Observación. La Magistrada Otálora y los Magistrados Rodríguez e Infante 
observan que se elimine del proyecto la referencia que sólo se rencauzan 
algunos de los planteamientos del actor. 
Réplica. Acepto la sugerencia, por lo que se hará el ajuste correspondiente 
a la propuesta. 
 
•Referencia a los agravios expuestos 
Observación. La Magistrada Otálora solicita que se incorpore en la precisión 
de los agravios que se hacen en la demanda. 
Réplica. Acepto la sugerencia, por lo que se hará el ajuste correspondiente 
a la propuesta. 
 
•Argumentos del per saltum 
Observación. La Magistrada Otálora observa que se elimine la referencia a 
la impugnación del reglamento de la CNHJ como razón por la que solicitan el 
per saltum. 
Réplica. Acepto la sugerencia, por lo que se hará el ajuste correspondiente 
a la propuesta. 
 

Posteriormente, las y los Magistrados presentaron su postura 

respecto de los juicios SUP-JDC-196/2020 y acumulado en los 

siguientes términos: 

 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: En el proyecto 
que pongo a su consideración, se propone que en el caso no se cumple el 
requisito de definitividad en las impugnaciones, ni los requisitos para que esta 
Sala conozca en la vía de salto de instancia, respecto de los agravios 
expuestos por los actores en los que controvierten por vicios propios la 
Convocatoria para el proceso de selección de la dirigencia nacional del partido 
político. 
En este sentido, la propuesta es que la Comisión Nacional de Honestidad y 
Justicia conozca de las impugnaciones presentadas por diversos ciudadanos.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: A FAVOR, sin observaciones 

 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: De acuerdo con la propuesta de 
reencauzamiento. Sin observaciones.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: Solicitaría se eliminaran los 
apercibimientos que se realizan.  
 
Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR. 
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
 
Estoy de acuerdo en acumular y reencauzar los asuntos por cuestionar actos 
vinculados con la renovación de órganos nacionales de dirección de un 
partido político. 
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También comparto desestimar la pretensión de los promoventes para que el 
asunto se conozca per saltum ante la SS, al señalar:  
a) Contumacia de la CNHJ advertida al resolver el SUP-JDC-1573/2019: Es 
insuficiente, porque la ilación procesal allá determinada no implica que se 
replique en la resolución de los casos en acuerdo, ni se impide a los 
justiciables agotar los medios de defensa para solventar la posible omisión. 
b) El reglamento de la CNHJ está impugnado en el SUP-JDC-162/2020: 
Tampoco actualiza la excepción a la regla procesal, porque el partido debe 
respetar las obligaciones que, sobre el tema, dispone la Ley General de 
Partidos Políticos, aunado a que la impugnación del reglamento no suspende 
sus efectos hasta en tanto no se resuelva la modificación o revocación de 
éste. 
Coincide con el proyecto en reencauzar el asunto al partido para que resuelva 
en breve e informe a esta Sala, porque cuenta con una autoridad jurisdiccional 
encargada de revisar, en primera instancia, los aspectos vinculados con su 
vida interna, como en el caso se trata de la convocatoria para la renovación 
de dirigencias partidistas, así como el respectivo acuerdo de suspensión del 
aludido procedimiento interno.  
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: 1. Se sugiere incluir un apartado 
de improcedencia de los juicios, porque lo más técnico es: Declarar 
improcedentes los juicios; improcedencia de la acción per saltum y 
reencauzarlos a instancia partidista.  
Ello, porque la razón del reencauzamiento obedece a la improcedencia de los 
juicios, así como de la acción per saltum.  
2. Incluir en el proyecto el agravio identificado con el número 11, ya que, 
de conformidad con el acuerdo de escisión, el agravio 11 fue de los que serían 
analizados en los expedientes, es decir, no fue escindido a incidente. 
En el proyecto que se dictamina no se enuncia el agravio 11, al momento de 
precisar los agravios que se reencauzan a la CNHJ. Se reencauzan 9 
agravios, pero deben ser 10. 
3. Homologar en el proyecto los plurales respecto de actor, medio de 
impugnación, demanda, etc. 
4. El antecedente 5 trae letra más grande.  
5. Algunos rubros de jurisprudencia se entrecomillan y otros no.  
 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera:  
Observación. La Magistrada Otálora observa que se debe incluir el agravio 11. 
Réplica. Acepto la sugerencia, por lo que se hará el ajuste correspondiente a la 
propuesta. 
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: De acuerdo. 

 

Posteriormente, las y los Magistrados presentaron su postura 

respecto de los juicios SUP-JDC-199/2020 y acumulados en los 

siguientes términos: 

 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: En el proyecto 
que pongo a su consideración, se propone que en el caso no se cumple el 
requisito de definitividad en las impugnaciones, ni los requisitos para que esta 
Sala conozca en la vía de salto de instancia. 
En este sentido, la propuesta es que la Comisión Nacional de Honestidad y 
Justicia conozca de las impugnaciones presentadas por diversos ciudadanos.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: A FAVOR, sin observaciones, 
derivada de la sustitución 
 

Magistrado Indalfer Infante Gonzales: De acuerdo con el proyecto. Sin 
observaciones.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: Solicitaría se eliminaran los 
apercibimientos que se realizan.  
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR. 
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Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
 
Estoy de acuerdo con asumir competencia dado que los asuntos provienen 
del Tribunal Electoral de Guanajuato y el Tribunal Electoral de Zacatecas, así 
como diversas salas regionales, y en el proyecto se estima que se debe 
conocer de los mismos por esta Sala Superior, por cuestionar actos 
vinculados con la renovación de órganos nacionales de dirección de un 
partido político. 
 
También comparto desestimar la pretensión de los promoventes para que el 
asunto se conozca per saltum ante la SS, al señalar:  
a) Contumacia de la CNHJ advertida al resolver el SUP-JDC-1573/2019: Es 
insuficiente, porque la ilación procesal allá determinada no implica que se 
replique en la resolución de los casos en acuerdo, ni se impide a los 
justiciables agotar los medios de defensa para solventar la posible omisión. 
Finalmente, se coincide con el proyecto en reencauzar el asunto al partido 
para que resuelva en breve e informe a esta Sala, porque cuenta con una 
autoridad jurisdiccional encargada de revisar, en primera instancia, los 
aspectos vinculados con su vida interna, como en el caso se trata de la 
convocatoria para la renovación de dirigencias partidistas, así como el 
respectivo acuerdo de suspensión del aludido procedimiento interno.  
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: Observaciones y sugerencias: 
•El proyecto introduce un argumento que los actores no efectúan 
respecto al per saltum por la impugnación del Reglamento de la CNHJ. 
•En la parte resolutiva se podría agregar que el per saltum es improcedente. 
•Referir parte actora, ya que ante la acumulación existe diversidad de actores. 
Hacer referencia a que se reencauza las demandas (en plural).  

 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera:  
Observación.  Se observa que se elimine la referencia a la impugnación del 
reglamento de la CNHJ como razón por la que solicitan el per saltum. 
Réplica. Acepto la sugerencia, por lo que se hará el ajuste correspondiente a la 
propuesta. 
Observaciones generales a los reencauzamientos 
•Agregar la improcedencia 
Observación. La Magistrada Otálora sugiere que se establezca que son 
improcedentes los juicios ciudadanos. 
Réplica. No comparto la sugerencia, por lo que mantendría los proyectos, en este 
punto, en sus términos. 
 
•Quitar apercibimientos 
Observación. El Magistrado Vargas solicita que se quiten los apercibimientos. 
Réplica. Acepto la sugerencia, por lo que se hará el ajuste correspondiente a la 
propuesta. 

 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: De acuerdo. 

 

En atención a lo anterior, una vez recibidas las hojas de votación 

correspondientes, el proyecto relativo al asunto general SUP-AG-

36/2020 se aprobó por mayoría votos, con el voto en contra de la 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis, mientras que los demás 

proyectos se aprobaron por unanimidad de votos, precisando que en 

los juicios SUP-JDC-196/2020 y acumulado, la Magistrada Janine M. 

Otálora Malassis y el Magistrado Indalfer Infante Gonzales anunciaron 

la emisión de un voto razonado. 

 

Por lo antes expuesto, los puntos resolutivos de los proyectos 

antes referidos quedaron aprobados de la siguiente forma: 
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SUP-AG-36/2020 Acuerdo de Sala 

ÚNICO. Es improcedente la consulta competencial planteada por el Tribunal 

Electoral de la Ciudad de México.  

 

SUP-AG-40/2020 y acumulados Acuerdo de Sala 

PRIMERO. La Sala Superior es formalmente competente para conocer y 

resolver el medio de impugnación al rubro indicado. 

 

SEGUNDO. Se acumulan los expedientes SUP-AG-41/2020 y SUP-AG-

42/2020 al expediente SUP-AG-40/2020 por ser este el primero que se recibió 

en la Oficialía de Partes.  

 

TERCERO. Se reencauzan las demandas al medio de defensa competencia 

de la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA, para que 

resuelva lo conducente.  

 

CUARTO. Previas las anotaciones que correspondan y copia certificada que 

se deje en el Archivo Jurisdiccional de este Tribunal de la totalidad de las 

constancias que integran el expediente al rubro identificado, remítase a la 

Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA las constancias del 

expediente, para que en uso de sus atribuciones resuelva lo que en Derecho 

proceda.  

 

SUP-JDC-196/2020 y acumulado Acuerdo de Sala 

PRIMERO. Se acumula el expediente SUP-JDC-200/2020 al expediente 

SUP-JDC-196/2020 por ser este el primero que se recibió en la Oficialía de 

Partes.  

 

SEGUNDO. Se reencauza la demanda del juicio ciudadano al medio de 

defensa competencia de la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de 

MORENA, para que resuelva lo conducente por cuanto a los vicios propios de 

los actos impugnados que se han precisado en esta determinación.  

 

TERCERO. Previas las anotaciones que correspondan y copia certificada que 

se deje en el Archivo Jurisdiccional de este Tribunal de la totalidad de las 

constancias que integran el expediente al rubro identificado, remítanse a la 

Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA, para que en uso 

de sus atribuciones resuelva lo que en Derecho proceda.  

 

SUP-JDC-199/2020 y acumulados Acuerdo de Sala 

PRIMERO. Se acumulan los expedientes SUP-JDC-201/2020, SUP-JDC-

202/2020, SUP-JDC-203/2020, SUP-JDC-204/2020, SUP-JDC-205/2020, 

SUP-JDC-206/2020, SUP-JDC-207/2020, SUP-JDC-208/2020, SUP-JDC-

209/2020, SUP-JDC-210/2020, SUP-JDC-211/2020, SUP-JDC-212/2020, 

SUP-JDC-213/2020 y SUP-JDC-215/2020, al diverso SUP-JDC-199/2020, 

por ser éste el primero en recibirse. 
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SEGUNDO. Se reencauzan las demandas al medio de impugnación 

competencia de la Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA. 

  

TERCERO. Previas las anotaciones que correspondan y copia certificada que 

se deje en el Archivo Jurisdiccional de este Tribunal de la totalidad de las 

constancias que integran el expediente al rubro identificado, remítanse a la 

Comisión Nacional de Honestidad y Justicia de MORENA, para que en uso 

de sus atribuciones resuelva lo que en Derecho proceda.  

 

A continuación, el Magistrado Indalfer Infante Gonzales, instructor 

y ponente en el incidente del juicio SUP-JDC-1573/2019, presentó el 

proyecto respectivo, en el que propuso lo siguiente: 

 

SUP-JDC-1573/2019 Incidente de incumplimiento de sentencia 2 

PRIMERO. El presente asunto se encuentra en vías de cumplimiento, de 

acuerdo con las consideraciones de la presente resolución. 

 

SEGUNDO. El Comité Ejecutivo Nacional y la Comisión Nacional de 

Elecciones deberán dar cumplimiento a la sentencia principal e incidental, en 

los términos precisados en esta resolución. 

 

TERCERO. El Comité Ejecutivo Nacional deberá informar a la Sala Superior 

sobre las acciones tomadas para dar cumplimiento a lo ordenado, en los 

términos precisados en la sentencia. 

 

CUARTO. Se tiene por cumplida la sentencia por cuanto hace a la Comisión 

Nacional de Honestidad y Justicia.  

 

Al respecto, se sometió a consideración del Pleno el referido 

proyecto, por lo que las y los Magistrados presentaron su postura en los 

siguientes términos: 

 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: Sólo quisiera recordar que en el 
incidente de incumplimiento anterior de este mismo expediente uno de los 
actores era —igual que en este caso— el ciudadano Alejandro Rojas Díaz 
Durán. En aquella sentencia de fecha 26 de febrero de 2020 formulé un voto 
particular para sostener que dicho ciudadano carece de legitimación activa 
para promover el incidente, pues no fue parte actora en el juicio principal y no 
se evidenciaba una afectación directa con motivo del incumplimiento. 
 
Por esa razón como el supuesto del presente asunto es idéntico al de aquella 
ocasión y en la propuesta se mantiene el reconocimiento de dicha 
legitimación, anunciaría un voto particular respecto de esa cuestión procesal. 
 
Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: A favor 
Comparto la propuesta, ya que de autos se advierte que los órganos 
vinculados con el cumplimiento han desplegado diversas conductas dirigidas 
al cumplimiento de las sentencias de fondo e incidental dictadas en el juicio 
ciudadano. 
Además, con las modificaciones de la sustitución que se nos circuló me 
parece que se atienden todos los planteamientos en el contexto de la vía 
incidental, delimitando los temas que fueron materia de resolución en las 
ejecutorias de fondo e incidental, y aquello que no lo fue. 
De autos se advierten los siguientes efectos y acciones para el cumplimiento:  
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DIRECTRIZ ACCIONES EN CUMPLIMIENTO 

Elaboración de la calendarización de las 
acciones para llevar a cabo el proceso 
interno. 

El Presidente Interino de MORENA informó el 
calendario para la celebración del III Congreso 
Nacional Ordinario de MORENA. 

El CEN y la CNE llevaran a cabo las 
acciones necesarias tendentes al debido 
cumplimiento completo e integral del fallo 
de fondo, lo cual deberá quedar concluido 
dentro del plazo establecido por el VI 
Congreso Nacional. 

El CEN y la CNE emitieron la Convocatoria al 
III Congreso Nacional Ordinario de 
MORENA, para la renovación de los cargos 
estatutarios 

La renovación de la Presidencia y de la 
Secretaría General del CEN deberá 
realizarse mediante el método de encuesta 
abierta y queda en libertad de elegir el 
método para los demás órganos directivos. 

En la Base Décima de la Convocatoria se 
establece que la elección del cargo de la 
Presidencia y Secretaría General del CEN se 
deberá realizar a través de encuesta abierta, 
cuya metodología se dará a conocer a más 
tardar el primer día de trabajo del III Congreso 
Nacional Ordinario y estará a cargo del CEN 
y de la CNE. 

Se tiene por incumplida la sentencia por 
cuanto hace a la CNHJ, por lo que, se le 
instruye para que de cabal cumplimiento a 
la misma 

El Secretario Técnico de la CNHJ informó a 
esta Sala Superior que se han resuelto los 
medios de impugnación relacionados con la 
conformación del padrón y militancia de 
MORENA 

 
Desde esta perspectiva, los motivos de inconformidad que hacen valer los 
incidentistas deben ponderarse a la luz de la libertad que goza el partido 
político para actuar dentro de los límites de las directrices establecidas en la 
resolución incidental. 
 
Magistrada Janine M. Otálora Malassis: En contra.  
 
1. Omisión de requerir el informe a los órganos responsables, esto 
es, el CEN y la Comisión Nacional de Elecciones, respecto de los 
agravios escindidos en los juicios ciudadanos 196 y 200 del presente 
año (Convocatoria). 
 
El 6 de marzo, se recibió en la Sala Superior un escrito del Presidente del CEN 
de MORENA, por el cual hizo del conocimiento la calendarización de las 
acciones para llevar a cabo el proceso interno de elección de dirigentes, en 
cumplimiento a lo ordenado mediante sentencia incidental dictada el 26 de 
febrero pasado. 
El 10 de marzo siguiente, se acordó dar vista a Alejandro Rojas Díaz Durán y 
Jaime Hernández Ortiz, para que manifestaran lo que a su interés conviniera. 
El 12 y 13 de marzo, los referidos ciudadanos señalaron que el CEN y a la 
Comisión Nacional de Elecciones incumplieron la sentencia incidental dictada 
el 26 de febrero. 
En consecuencia, el 18 de marzo, se dictó un acuerdo en el que ordenó abrir 
incidente de incumplimiento de sentencia y dar vista al CEN y a la Comisión 
Nacional de Elecciones, para que manifestaran lo que a sus intereses 
conviniera. 
 
Ahora bien, mediante acuerdos de sala de 9 de abril —aprobados por la 
mayoría del Pleno de la Sala Superior—, correspondientes a los expedientes 
SUP-JDC-196/2020, así como SUP-JDC-200/2020, se resolvió escindir 
diversos planteamientos relacionados con el cumplimiento defectuoso de la 
sentencia de 30 de octubre de 2019, así como de la resolución incidental de 
26 de febrero siguiente, ambas dictadas en el juicio ciudadano SUP-JDC-
1573/2019. 
 
Sin embargo, la ponencia JMOM considera que en la instrucción del segundo 
incidente de incumplimiento de sentencia se pasó por alto el requerir el 
informe a los órganos responsables, esto es, el CEN y a la Comisión Nacional 
de Elecciones, respecto de los diversos razonamientos escindidos por la Sala 
Superior en los juicios ciudadanos 196 y 200 del presente año. 
 
Lo anterior, puesto que, en términos del Reglamento, al ser órganos 
responsables en el presente incidente de incumplimiento de sentencia, 
debieron contar con la oportunidad de manifestar lo que a su interés 
conviniera, con los argumentos novedosos que se incorporaron al segundo 
incidente.  
 
2. Suspensión de plazos. Este asunto me lleva a reflexionar que la Sala 
Superior deba dictar la suspensión general del cómputo de sus plazos 
procesales, frente al estado de emergencia sanitaria declarado por el COVID-
19 (Coronavirus), con la finalidad de dotar de certeza y seguridad jurídica a 
las personas, instituciones y órganos vinculados con la materia electoral, lo 
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que permitiría una resolución uniforme y no caso por caso que son del 
conocimiento del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.  
 
Ello, porque en los hechos se está supeditando a la determinación que han 
tomado las autoridades u órganos responsables, respecto de la existencia de 
la situación de emergencia. En este caso, a mi juicio, no se están dando tales 
principios a los justiciables respecto al cumplimiento de las sentencias que se 
dictan, bajo parámetros que como máximo órgano en la materia se 
encuentren fijados.   
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: En sus términos. 
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR, con las siguientes 
observaciones: 
 
Al contestarse el agravio en el que los militantes se duelen de que la 
Convocatoria traslada la obligación del partido de integrar el padrón a los 
militantes, además de que este carece de confiabilidad y no se establecen 
mecanismos para obtener la credencial del partido se señala expresamente 
que Morena tiene un padrón confiable y que “resulta viable su utilización en el 
proceso de elección de dirigentes del partido” 
Se considera necesario que se precise tal afirmación, pues el padrón no 
puede ser utilizado para la elección de Presidente y Secretario General, ya 
que para ello se estableció el método de encuesta abierta, en la resolución del 
incidente anterior. 
En efecto, en la resolución del incidente el 26 de febrero, se señaló, 
expresamente: 
“En el caso que se estudia, si bien el mecanismo de encuesta abierta no se 
encuentra previsto expresamente para la elección de dirigentes del partido, lo 
cierto es que este no es un mecanismo ajeno a su normativa interna, ya que 
el mismo sí se encuentra regulado para la elección de candidatos a cargos de 
elección popular; por lo que, como se indicó, de manera extraordinaria y 
atendiendo a las condiciones particulares en que se encuentra el partido 
político resulta viable utilizar este método en el proceso interno de renovación 
de su Presidencia y Secretaría General del Comité Ejecutivo Nacional.” 
“A este respecto, y tomando en consideración que ha quedado acreditado una 
actuación contumaz, por parte de los órganos directivos de MORENA, que 
resultaron vinculados al cumplimiento de la sentencia del fallo protector, la 
Sala Superior debe cumplir con el mandato Constitucional de tutelar el 
ejercicio de los derechos político-electorales de los militantes de MORENA, 
por lo que, de manera excepcional y extraordinaria, se deben adoptar 
medidas emergentes para ello, que consisten en ordenar que la Presidencia 
y la Secretaría General del Comité Ejecutivo Nacional sea renovado a través 
del método de encuesta abierta y que el resto de los órganos directivos 
sean renovados mediante el método que el partido político decida, a condición 
de que el proceso de renovación quede concluido en el periodo de cuatro 
meses que se fijó en el VI Congreso Nacional Extraordinario. 
Se considera que deben adoptarse esas medias por lo siguiente: (i) el Comité 
Ejecutivo Nacional es el órgano partidista de ejecución más relevante y por 
ello debe garantizarse la renovación de su Presidencia y Secretaría General 
en un plazo breve; (ii) la Sala Superior ya ha considerado que la renovación 
de los órganos directivos de MORENA puede realizarse mediante el método 
de encuesta y (iii) el método de encuesta abierta es el que se considera más 
ágil para renovar los referidos cargos del Comité Ejecutivo Nacional.”  
 “Por tanto, el partido político deberá renovar la Presidencia y la Secretaría 
General del Comité Ejecutivo Nacional a través del método de encuesta 
abierta y queda en libertad de adoptar el método que estime pertinente para 
renovar el resto de sus órganos directivos.”  
“En razón de lo anterior, y al haber quedado acreditado el incumplimiento de 
la sentencia por parte del partido político se requiere a los órganos 
competentes para que, dentro del plazo acordado por el VI Congreso 
Nacional, lleven a cabo todos los actos necesarios para reponer el 
procedimiento de elección de sus órganos de conducción, dirección y 
ejecución, el cual deberá realizarse mediante el procedimiento de encuesta 
abierta.”  
“EFECTOS. 
… 
4.Atendiendo a lo señalado en esta sentencia, la renovación de la Presidencia 
y de la Secretaría General del Comité Ejecutivo Nacional deberá realizarse 
mediante el método de encuesta abierta y el partido político queda en 
libertad de elegir el método de renovación de los demás órganos directicos 
del partido.” 
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Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO 
 
Los incidentistas pretenden que se determine el incumplimiento de las 
sentencias de fondo e incidental dictadas por esta Sala, en que ordenó entre 
otras cosas, la elección de la dirigencia nacional por el método de encuesta 
abierta y la realización de diversas acciones por parte del CEN y de la 
Comisión Nacional de Elecciones, para acatar la misma. 
 
En el proyecto se propone determinar que el asunto se encuentra en vías de 
cumplimiento, que El CEN y la Comisión Nacional de Elecciones deberán dar 
cumplimiento a la sentencia principal e incidental, en los términos de la 
resolución, que el CEN deberá informar a la Sala Superior sobre las acciones 
tomadas para dar cumplimiento a lo ordenado y tiene por cumplida la 
sentencia por cuanto hace a la CNHJ. 
 
Comparto el proyecto, porque al momento se debe considerar que la 
sentencia incidental se encuentran en vías de cumplimiento, pues aun cuando 
no se han designado a la Presidencia y a la Secretaría General del CEN de 
MORENA por medio de la encuesta abierta ni tampoco se ha realizado la 
elección de los demás órganos de dirección partidistas, se advierte la 
realización de actos encaminados a tal fin, como lo es la calendarización y la 
emisión de la Convocatoria al III Congreso Nacional Ordinario de MORENA. 
Sin pasar por alto la suspensión del proceso por parte de la Comisión Nacional 
de Elecciones ante las medias de seguridad decretadas por el Covid-19. 
 
Por ello, ante la recomendación de no realizar reuniones para evitar 
cuestiones de contagio, que constituye una situación de fuerza mayor, no es 
posible ordenar al CEN y a la Comisión Nacional de Elecciones que den 
puntual cumplimiento a lo decidido por la Sala Superior en las sentencias de 
fondo e incidental dictadas en el juicio ciudadano SUP-JDC-1573/2019, 
mediante la realización estricta de las actividades previstas en la 
calendarización y en la Convocatoria. 
 
Por otro lado, no se advierte que, el CEN o la Comisión Nacional de 
Elecciones contemplen la designación de la Presidencia y de la Secretaría 
General del CEN, mediante un método de elección diverso al de la encuesta 
abierta, pues sus acciones están dirigidas a realizar la renovación de tales 
cargos, conforme esta última.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: No se está a favor de la 
propuesta del magistrado De la Mata ni las de la magistrada Otálora. 
Se formulará voto particular respecto de la legitimación de Alejandro Rojas 
Díaz Durán. 
 

Magistrado Indalfer Infante Gonzales: Atendiendo a la observación del 
Magistrado Felipe De la Mata y tomando en consideración que el agravio 
planteado en el incidente de incumplimiento está circunscrito a la existencia de un 
padrón confiable y que no hay planteamientos respecto a si ese padrón puede ser 
utilizado para la elección de sus dirigentes, propongo suprimir la parte en la que 
se dice que el padrón puede ser utilizado en la elección. El párrafo respectivo 
quedaría de la siguiente forma: 
 
“Así, esta Sala Superior ya estableció que Morena cuenta con un padrón 
confiable, el cual ha sido verificado por el Instituto Nacional Electoral., por lo que 
resulta viable su utilización en el proceso de elección de dirigentes del partido.”  
 
En cuanto a la observación de la Magistrada Otálora en el incidente de 
incumplimiento del juicio ciudadano 1573/2019, respetuosamente, explico lo 
siguiente: 
Con motivo de los escritos que presentaron los incidentistas en este expediente, 
se ordenó pedir informes a las autoridades responsables respecto de los actos 
que han llevado a cabo para cumplir con la ejecutoria. Derivado de ello, las 
responsables tuvieron la oportunidad de manifestar lo que a sus intereses 
convenía y de aportar los elementos que consideraran pertinentes. 
Sumado a lo anterior, durante el trámite del incidente se aportaron los elementos 
suficientes para resolver las cuestiones planteadas, incluyendo los agravios que 
fueron motivo de escisión en los diversos juicios ciudadanos SUP-JDC-196/2020 
y 200/2020, ya que dichos agravios se refieren a los mismos temas esenciales 
que dieron lugar al incidente de incumplimiento; además, los agravios escindidos 
se refieren a puntos de derecho que pueden ser resueltos con lo que obra en 
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autos. De ahí que se haya considera innecesario pedir nuevos informes con 
motivo de la escisión. 
En ese orden, propongo las siguientes adiciones al proyecto: 
De conformidad con lo señalado en el artículo 93, fracción II del Reglamento 
Interno de este Tribunal Electoral, una vez que se ha recibido la promoción de un 
incidente sobre el cumplimiento de una sentencia, se debe dar vista al órgano 
responsable a efecto de que manifieste lo que a su interés convenga. 
En el caso, mediante escritos presentados en la Oficialía de Partes de esta Sala 
Superior el doce y trece de marzo del año en curso, Alejandro Rojas Díaz Durán 
y Jaime Hernández Ortiz presentaron sendos escritos por los que hicieron valer el 
desacato de la sentencia principal y la resolución incidental sobre el 
incumplimiento de sentencia. 
En cumplimiento a lo señalado en la normativa reglamentaria, mediante acuerdo 
de dieciocho de marzo de este año, el magistrado instructor dio vista con los 
escritos señalados, a la Comité Ejecutivo Nacional y a la Comisión Nacional de 
Electores para que manifestaran lo que a su interés conviniera. 
Mediante escrito recibido en la Oficialía de Partes de la Sala Superior, la 
Coordinadora Jurídica del Comité Ejecutivo Nacional compareció a desahogar el 
requerimiento formulado por el Magistrado Instructor, y realizó las manifestaciones 
que estimó pertinentes. Por su parte, la Comisión Nacional de Elecciones no 
realizó manifestación alguna. 
Como se aprecia, en el caso se dio cumplimiento a lo establecido en el 
Reglamento Interno de este órgano jurisdiccional, por lo que los órganos 
responsables tuvieron la oportunidad de comparecer al presente incidente, alegar 
y ofrecer las pruebas que estimaron pertinentes en relación con el cumplimiento 
de la sentencia. 
Por lo que hace a los argumentos que se derivan de las demandas promovidas 
igualmente por Alejandro Rojas Díaz Durán y Jaime Hernández Ortiz, que dieron 
origen a los juicios ciudadanos SUP-JDC-196/2020 y SUP-JDC-200/2020, las 
cuales fueron escindidas al incidente de incumplimiento que ahora se resuelve, 
se considera innecesario dar vista con las mismas a los órganos responsables, 
ya que se trata de los mismos que se encuentran vinculados al cumplimiento de 
lo ordenado en el presente asunto. 
Además, se tiene en cuenta que tales manifestaciones están relacionadas con 
puntos de derecho, contenidos en la Convocatoria, por lo que con la diversa 
información que obra en el expediente se cuenta con los elementos necesarios 
para la resolución del asunto. 

 

En atención a lo anterior, una vez recibidas las hojas de votación 

correspondientes, el proyecto se aprobó por mayoría de votos, con el 

voto en contra de la Magistrada Janine M. Otálora Malassis, precisando 

que el Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón emitirá un voto 

particular por lo que hace a la legitimación del incidentista precisado en 

su posicionamiento. 

 

Por lo antes expuesto, los puntos resolutivos del proyecto antes 

referido quedaron aprobados de la siguiente forma: 

 

SUP-JDC-1573/2019 Incidente de incumplimiento de sentencia 2 

PRIMERO. El presente asunto se encuentra en vías de cumplimiento, de 

acuerdo con las consideraciones de la presente resolución. 

 

SEGUNDO. El Comité Ejecutivo Nacional y la Comisión Nacional de 

Elecciones deberán dar cumplimiento a la sentencia principal e incidental, en 

los términos precisados en esta resolución. 

 

TERCERO. El Comité Ejecutivo Nacional deberá informar a la Sala Superior 

sobre las acciones tomadas para dar cumplimiento a lo ordenado, en los 

términos precisados en la sentencia. 
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CUARTO. Se tiene por cumplida la sentencia por cuanto hace a la Comisión 

Nacional de Honestidad y Justicia.  

 

Posteriormente, el Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón, 

instructor y ponente en el juicio SUP-JDC-214/2020, presentó el 

proyecto respectivo, en el que propuso lo siguiente: 

 

SUP-JDC-214/2020 Acuerdo de Sala 

PRIMERO. Esta Sala Superior es formalmente competente para conocer 

del juicio.  

 

SEGUNDO. Es improcedente el presente juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano. 

 

TERCERO. Se reencauza el medio de impugnación en que se actúa al 

Tribunal Estatal Electoral de Sonora.  

 

CUARTO. Remítanse a dicho Tribunal las constancias del expediente.  

 

Al respecto, se sometió a consideración del Pleno el referido 

proyecto, por lo que las y los Magistrados presentaron su postura en los 

siguientes términos: 

 

Magistrado Indalfer Infante Gonzales: A favor, sin observaciones. 

 
Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: A favor 
Comparto el proyecto, ya que el análisis de la posible vulneración al derecho 
político-electoral del actor a integrar la autoridad administrativa electoral local 
como secretario ejecutivo, es susceptible de ser analizado por el tribunal 
electoral local. 
Una vez resuelta la impugnación por el tribunal electoral local, en su caso, la 
competencia para conocer de esa determinación se surtiría a favor de esta 
Sala Superior, conforme con el criterio de distribución de competencias 
sustentado en el acuerdo de sala del SUP-JDC-282/2017, en el que se 
determinó (tomando en consideración tanto la jurisprudencia 3/2009: 
COMPETENCIA. CORRESPONDE A LA SALA SUPERIOR DEL 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
CONOCER DE LAS IMPUGNACIONES RELACIONADAS CON LA 
INTEGRACIÓN DE LAS AUTORIDADES ELECTORALES DE LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS, así como los nuevos criterios que otorgan 
competencia a las Salas Regionales, dependiendo el tipo de elección o el 
impacto que tiene un encargo al interior de una autoridad electoral) que las 
competencias entre Salas se distribuirían de la siguiente manera: 
 1)Consejero Electoral o Secretario Ejecutivo – Sala Superior. 
 2)Cargos distintos a los anteriores – salas regionales  
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: Observaciones y sugerencias 
para fortalecer el proyecto: 
 
1. La ponencia considera necesario que el proyecto evidencie en el 
apartado de antecedentes lo siguiente: 
 
-Que el 19.marzo.2020 la demanda fue presentada directamente ante el 
OPLE, está dirigida a los Magistrados de esta SS y el actor expresamente 
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solicitó que, una vez realizado el trámite de Ley, se remitieran las constancias 
a esta SS. 
 
-Que el 20.marzo.2020, se recibió en la SS el oficio IEE/PRESI-0110/2020, 
dirigido al Magistrado Presidente de esta SS, mediante el cual la Consejera 
Presidenta informó sobre la presentación de la demanda. Se recibió en la 
cuenta avisos.salasuperior@te.gob.mx.  
 
-Escrito de ampliación de demanda. Se presentó directamente ante esta SS 
el 2.abril.2020, aduciendo urgencia en la resolución del asunto, porque se le 
ha retenido el sueldo y existen 2 personas menores de edad que dependen 
económicamente del actor y necesita los recursos económicos para enfrentar 
la contingencia derivada del COVID-19. 
 
El objeto de la ampliación fue controvertir la indebida retención del sueldo que 
devenga como Secretario Ejecutivo del OPLE, correspondiente a la quincena 
del 15 al 31.marzo.2020, retención ordenada por la Consejera Presidenta y 
ejecutada por la Encargada de despacho de la Dirección Ejecutiva de 
Administración, Flor Teresita Barceló Noriega, pese a que el OPLE cuenta 
con la suficiencia presupuestaria y sin existir razón alguna. De ahí que 
identificó como autoridad responsable adicionalmente a la referida encargada 
de despacho.  
 
Refiere que es procedente la ampliación porque se sustenta en hechos que 
acontecieron con posterioridad a la presentación de la demanda 
(19.marzo.20) y que están directamente vinculados porque la retención deriva 
de que se le ha impedido el ejercicio del cargo.  
 
Destacó que no se le ha dado trámite a la demanda presentada ante el OPLE 
(remitió copia, con sello de recibido) y que el objeto de la ampliación no es 
controvertir un acto de naturaleza administrativa sino la vulneración al derecho 
político-electoral de ejercicio del cargo, derivado de la falta de remuneración.  
 
Solicita a esa SS que repare la violación y lo restituya en el goce del derecho 
vulnerado  
 
-Cuaderno de antecedentes 15/2020. Se integró el 2.abril.20, derivado del 
escrito de ampliación y la presidencia requirió al OPLE para que de inmediato 
remitiera la demanda presentada el 19.marzo pasado y el informe 
circunstanciado respectivo, en el entendido de que las constancias relativas 
al trámite de Ley debe remitirlas una vez fenecido el plazo respectivo. En ese 
Acuerdo, la presidencia se reservó el pronunciamiento de la tramitación del 
escrito de ampliación hasta en tanto el OPLE diera cumplimiento al 
requerimiento formulado. 
 
-Cumplimento del requerimiento. El 7.abril posterior, el OPLE remitió parte de 
las constancias, precisando que a la fecha aún no ha concluido el plazo de 72 
horas derivado de la suspensión de actividades decretada por el OPLE, 
derivado de la contingencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, derivado 
de lo cual está imposibilitado de remitir la totalidad del expediente en este 
momento.  
 
2. Se sugiere analizar los argumentos por los que el actor solicita que 
sea esta SS la que conozca del asunto.  
 
Si bien en la demanda el actor no emplea la expresión “per saltum” o “salto de 
la instancia”, del análisis integral se advierte que es su pretensión que sea esta 
SS quien conozca del asunto. 
 
En primer término, la demanda está dirigida a los Magistrados de esta SS y el 
actor expresamente solicitó que, una vez realizado el trámite de Ley, se 
remitieran las constancias a esta SS a efecto que este órgano jurisdiccional 
resuelva su pretensión y deje sin efectos el oficio controvertido y le instruya a 
la Consejera Presidenta del OPLE que restituya al actor en el goce de sus 
derechos político-electorales y le otorgue los elementos necesarios para el 
ejercicio del cargo como Secretario Ejecutivo  (véase fojas 29 y 38 de la 
demanda). 
 
Adicionalmente, formula argumentos tendentes a acreditar que el asunto es 
de carácter urgente derivado de que se le ha retenido el sueldo, siendo que 
hay menores de edad que dependen económicamente de él, aunado a la 
situación de emergencia ocasionada por el COVID. 
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En consecuencia, hay elementos para sostener que la pretensión del actor es 
que esta SS conozca la demanda vía per saltum, a partir del carácter 
urgente.  
 
El proyecto no se hace cargo de la petición del actor. Resulta necesario 
analizar esos y determinar si eso constituye, o no, circunstancias 
excepcionales que justifiquen el salto de instancia y si derivado de eso este 
asunto puede resolverse aun sin contar con el trámite de Ley.  
 
Lo anterior, porque esta SS ha determinado que existen circunstancias 
excepcionales en las que no es exigible el cumplimiento del principio de 
definitividad y que, en consecuencia, admiten la interposición de medios de 
impugnación per saltum, particularmente, cuando exista una amenaza seria 
para los derechos sustanciales que son objeto del litigio, al advertirse que los 
trámites de que consten y el tiempo necesario para llevarlos a cabo, puedan 
implicar la merma considerable o hasta la extinción del contenido de las 
pretensiones, efectos y consecuencias, con base en la Jurisprudencia 9/2001, 
de rubro “DEFINITIVIDAD Y FIRMEZA. SI EL AGOTAMIENTO DE LOS 
MEDIOS IMPUGNATIVOS ORDINARIOS IMPLICAN LA MERMA O 
EXTINCIÓN DE LA PRETENSIÓN DEL ACTOR, DEBE TENERSE POR 
CUMPLIDO EL REQUISITO”. 
 
3. Se sugiere fortalecer el argumento relativo a que el reencauzamiento no 
prejuzga sobre el cumplimiento de los requisitos de procedencia de la 
demanda, con la Jurisprudencia 9/2012, de rubro: “REENCAUZAMIENTO. 
EL ANÁLISIS DE LA PROCEDENCIA DEL MEDIO DE IMPUGNACIÓN 
CORRESPONDE A LA AUTORIDAD U ÓRGANO COMPETENTE.” 
 
4. Incorporar un resolutivo en el que se ordene a la Secretaría General de 
Acuerdos que remita al Tribunal local las constancias que se reciban con 
posterioridad a la aprobación del Acuerdo de Sala.   
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: En sus términos. 
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR. 
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A FAVOR DEL PROYECTO  
 
El actor pretende que la SS conozca del oficio IEE/PRESI-89/2020, de 17 de 
marzo de 2020, dirigido al Presidente de INE, en el que se comunicó que a 
partir de esa fecha, la ciudadana Leonor Santos Navarro fungiría como 
secretaria ejecutiva del OPLE de Sonora; es decir, alega una violación a su 
derecho político-electoral de integrar el organismo electoral local y, por tanto, 
de seguir ejerciendo sus funciones como secretario ejecutivo. 
 
Estoy de acuerdo con el reencauzamiento, porque es condición para la 
procedencia del juicio ciudadano por la violación antes comentada que se 
agoten las instancias previas, en el caso, el Tribunal Estatal Electoral de 
Sinaloa cuenta con la vía para resolver la controversia (último párrafo del 
artículo 322, del Ley Electoral local) y determinar si es debido o no el oficio 
reclamado. 
 
Cuestión que coincide con la jurisprudencia 15/2014 de rubro: 
FEDERALISMO JUDICIAL. SE GARANTIZA A TRAVÉS DEL 
REENCAUZAMIENTO DE ASUNTOS A LA AUTORIDAD LOCAL 
COMPETENTE AUN CUANDO NO ESTÉ PREVISTA UNA VÍA O MEDIO 
DE IMPUGNACIÓN ESPECÍFICO PARA IMPUGNAR EL ACTO 
RECLAMADO. 
 
Además, en la sesión de 2 de abril de 2020 se resolvió el SUP-JE-18/2020 
que, de manera similar, al tema que aquí se analiza, el PRI combatió la 
designación de la titular de la contraloría general del OPLE de Tabasco, por 
parte del Congreso de esa entidad federativa, cuestión que se reencauzó al 
Tribunal Electoral Estatal.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: Atenderé las observaciones de 
la magistrada Janine: 1) precisar algunos antecedentes; 2) razonar por qué 
no procede el salto de instancia y 3) especificar que el reencauzamiento no 
prejuzga sobre la admisión de la demanda. 
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En atención a lo anterior, una vez recibidas las hojas de votación 

correspondientes, el proyecto se aprobó por unanimidad de votos. 

 

Por lo antes expuesto, los puntos resolutivos del proyecto antes 

referido quedaron aprobados de la siguiente forma: 

 

SUP-JDC-214/2020 Acuerdo de Sala 

PRIMERO. Esta Sala Superior es formalmente competente para conocer 

del juicio.  

 

SEGUNDO. Es improcedente el presente juicio para la protección de los 

derechos político-electorales del ciudadano. 

 

TERCERO. Se reencauza el medio de impugnación en que se actúa al 

Tribunal Estatal Electoral de Sonora.  

 

CUARTO. Remítanse a dicho Tribunal las constancias del expediente, así 

como aquellas constancias que se reciban con posterioridad a la aprobación 

de este acuerdo de sala. 

 

 A continuación, la Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso, 

instructora y ponente en el juicio SUP-JE-15/2020, presentó el proyecto 

respectivo, en el que propuso lo siguiente: 

 

SUP-JE-15/2020 Acuerdo de Sala  

PRIMERO. La Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, correspondiente a la Cuarta Circunscripción Plurinominal, con 

sede en la Ciudad de México, es la autoridad competente para resolver el 

presente juicio electoral. 

 

SEGUNDO. Se ordena devolver la demanda y sus constancias a la Sala 

Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

correspondiente a la Cuarta Circunscripción Plurinominal, con sede en la 

Ciudad de México, para que conozca del asunto y resuelva lo que proceda 

conforme a derecho.  

 

Al respecto, se sometió a consideración del Pleno el referido 

proyecto, por lo que las y los Magistrados presentaron su postura en los 

siguientes términos: 

 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: EN CONTRA, en virtud de las 
siguientes razones 
En el proyecto se determina que la Sala Regional Ciudad de México es la 
competente para conocer de la demanda, porque la controversia se relaciona 
con un presunto incumplimiento de la Consejera Presidenta del OPLE de un 
acuerdo aprobado por mayoría por el propio instituto local (pago de bono, 
finiquitos y vales de despensa de trabajadores del OPLE), por lo que estiman 
que el acto reclamado solo tiene efectos en el ámbito individual y la esfera 
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jurídica de los trabajadores, así como en la demarcación territorial sobre la 
cual tiene competencia la Sala Regional. 
 
Considero que esta Sala Superior es la competente para conocer de la 
demanda, porque los agravios implican cuestiones de mayor alcance, 
relacionadas con el funcionamiento regular del OPLE. 
 
En mi opinión, los consejeros del OPLE hacen un planteamiento más amplio 
que el relativo a la falta de pago de finiquitos, bonos y vales.  
 
Lo alegado durante la cadena impugnativa por los demandantes se refiere a 
aspectos que pueden trascender al funcionamiento general de ese órgano y, 
por tanto, los principios rectores de la función electoral que deben regirlo, y, 
con ello, la competencia para conocer la demanda es de esta Sala Superior.  
 
De la lectura íntegra de la demanda se puede advertir que los consejeros 
demandantes alegan que no les estudiaron agravios relativos a que el 
desacato de la Consejera presidenta del OPLE a un acuerdo tomado por 
mayoría en ese órgano (para que pagara los finiquitos, bonos y vales a ciertos 
empleados) afecta el desempeño de sus atribuciones como integrantes del 
OPLE (ahí se aprecia un planteamiento implícito de afectación al 
funcionamiento del OPLE). 
 
Con base en ello, estimo que la competencia para conocer del caso es de 
esta Sala Superior, porque involucra aspectos que inciden en forma amplia 
sobre la aplicación de recursos financieros de un OPLE y sobre el ejercicio de 
funciones de sus integrantes (los consejeros demandantes, con 
independencia de que sus agravios sean o no fundados), lo cual a su vez 
puede afectar de manera general la administración y funcionamiento del 
órgano en relación con todas las elecciones locales que en su momento se 
celebren en el estado de Morelos, incluida la de la gubernatura. 
 
Finalmente, el proyecto cita dos precedentes (SUP-JE-11/2020 y SUP-JE-
12/2020) en los que se determinó que la Sala Regional Guadalajara es la 
competente para conocer y resolver asuntos relacionados con la 
determinación del OPLE (acuerdo) de reinstalar a titulares de direcciones en 
ese instituto. 
 
En esos supuestos me parece que la controversia tuvo un efecto sobre la 
esfera jurídica individual de dos funcionarios que fueron reinstalados, en tanto 
que en el presente asunto la materia de controversia versa sobre el 
funcionamiento, en sentido  amplio (no individual), del OPLE (pues se alega 
la afectación al ejercicio de las atribuciones de los Consejeros electorales por 
el incumplimiento de la Consejera Presidenta, a un acuerdo aprobado por 
mayoría de los integrantes del OPLE, lo que implica la omisión de ejercer el 
presupuesto del Instituto local).  
 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: A favor del proyecto, sin observaciones.  
 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: A favor 
En el caso particular comparto la propuesta, dado que la controversia no se 
relaciona garantías institucionales del instituto local en el que se alegue 
invasión en su autonomía. 
Tampoco se vincula con el derecho a integrar las autoridades electorales 
locales, casos en los que la competencia se surtiría a favor de esta Sala 
Superior. 
En este sentido, la controversia se relaciona con un conflicto interno entre los 
consejeros del instituto local de Morelos, relacionado con la supuesta omisión 
de pago de determinadas prestaciones en favor de ciertos funcionarios del 
Instituto local, por lo que no trasciende al ámbito local, de ahí que se surte la 
competencia de la sala regional.  
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: En contra.  
 
Se considera que el asunto es de nuestra competencia, porque en realidad la 
controversia planteada radica en resolver si los miembros de un órgano 
colegiado, como el Consejo Estatal del OPLE de Morelos, pueden impugnar 
la inacción de algún otro miembro que impide que se cumpla lo decidido por 
el órgano colegiado. 
Lo anterior se advierte de la lectura de las demandas ante el tribunal local y la 
del JE, ya que ellos no pretenden venir en defensa del derecho de recibir el 
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pago de las prestaciones que tienen los funcionarios, sino que pretenden 
impugnar la omisión de la Consejera Presidenta de cumplir con una 
instrucción emitida por el Consejo Estatal del OPLE. 
El considerar que la litis se reduce a determinar si se pagó o no las 
prestaciones, como se hace en el proyecto, incluso conllevaría la obligación 
de establecer si esa controversia es materia electoral o laboral en su caso y, 
por tanto, ni siquiera sería competencia de alguna de las Salas de este 
Tribunal Electoral. Por lo que, también sería incorrecto remitirlo a la Sala 
Regional CDMX.  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: En sus términos. 
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR. 
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: Con el debido respeto que me 
merecen la Magistrada Janine Otálora y el Magistrado Reyes Rodríguez, y en 
atención a sus observaciones relativas a que la competencia del asunto sea 
de la Sala Superior, sostengo el proyecto en sus términos. 
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: Quienes emiten posiciones a 
favor del proyecto (la magistrada ponente MSF y los magistrados FAFB, IIG, 
JLVV, y FDLM) coinciden en que el caso solo implica cuestiones relacionadas 
con reclamos sobre el pago de finiquitos, bonos y vales y que ello no 
trasciende al funcionamiento y organización del OPLE. 
 
Insisto en que el caso tiene implicaciones más amplias, que trascienden al 
funcionamiento del OPLE y que por ello esta Sala Superior debe conocer de 
la demanda. 
Los demandantes son consejeros del OPLE y su queja ha versado, en toda 
la cadena impugnativa, entre otros aspectos, en que la consejera presidenta 
desacató un acuerdo tomado por mayoría de votos y, con ello, afectó su 
desempeño como consejeros (implícitamente se plantea una afectación al 
funcionamiento del OPLE). 

 

En atención a lo anterior, una vez recibidas las hojas de votación 

correspondientes, el proyecto se aprobó por mayoría de votos, con los 

votos en contra de la Magistrada Janine M. Otálora Malassis y del 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón, quienes anunciaron la 

emisión de un voto particular. 

 

Por lo antes expuesto, los puntos resolutivos del proyecto antes 

referido quedaron aprobados de la siguiente forma: 

 

SUP-JE-15/2020 Acuerdo de Sala  

PRIMERO. La Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, correspondiente a la Cuarta Circunscripción Plurinominal, con 

sede en la Ciudad de México, es la autoridad competente para resolver el 

presente juicio electoral. 

 

SEGUNDO. Se ordena devolver la demanda y sus constancias a la Sala 

Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 

correspondiente a la Cuarta Circunscripción Plurinominal, con sede en la 

Ciudad de México, para que conozca del asunto y resuelva lo que proceda 

conforme a derecho. 
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❖ Acuerdo General relativo a los lineamientos aplicables para la 

resolución de los medios de impugnación a través del sistema 

de videoconferencias 

 

Posteriormente, se sometió a consideración del Pleno el Acuerdo 

General por el que por el que se emiten los lineamientos aplicables para la 

resolución de los medios de impugnación a través del sistema de 

videoconferencias. 

 

Lo anterior, considerando que en el Acuerdo General 2/2020 de 

esta Sala Superior se previó, entre otros medios electrónicos, el uso de las 

videoconferencias para la resolución no presencial de los medios de 

impugnación, y se estableció que, a propuesta del Presidente y si así lo 

aprobara la mayoría del Pleno, la Sala Superior podría sesionar de forma 

no presencial a través de cualquier otro medio electrónico que garantizara 

la discusión y análisis de los asuntos. 

 

Asimismo, se determinó, por una parte, que sesionar de forma no 

presencial era una medida de carácter extraordinario y excepcional, por lo 

que su vigencia dependería de la situación sanitaria que atraviese el país, 

lo que implica que podrá modificarse o ampliarse a partir de lo que las 

autoridades sanitarias dispongan y, por otra parte, que se podrán adoptar 

las medidas pertinentes para la resolución de los asuntos si las medidas 

preventivas se extienden en el tiempo, según lo establezcan las 

autoridades sanitarias correspondientes, este Tribunal podrá adoptar las 

medidas pertinentes para la resolución de esos asuntos. 

 

Lo anterior permite concluir que esta Sala Superior valoraría, en 

todo momento, la situación que atraviesa el país respecto a la propagación 

del virus COVID-19, y que estaría pendiente de las medidas adoptadas por 

las autoridades sanitarias, a fin de contar con elementos objetivos para ir 

modificando o ampliando lo relativo a la celebración de sesiones no 

presenciales, en particular, y lo relativo a la implementación de medidas 

preventivas, en general. 

 

Ello, en virtud de que debe terse en cuenta que en todas las normas 

jurídicas se prevén situaciones ordinarias, incluidas, desde luego, las 

relativas a la materia electoral y las que regulan el conocimiento y 

resolución de sus medios de impugnación; sin embargo, no prevén 
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supuestos o condiciones extraordinarias, lo que justifica que, ante la 

existencia de circunstancias o situaciones que puedan incidir en los 

derechos humanos de las personas y no estuvieren previstas por el 

legislador, las autoridades están obligadas a adoptar las medidas 

necesarias para su protección. 

 

Por tanto, no resulta factible pretender que, ante situaciones 

extraordinarias como la originada por la pandemia del virus COVID-19, en 

la normativa electoral se encuentre regulado un plan de acción para que 

este Tribunal haga frente a esa circunstancia, por el contrario, resulta 

razonable que, con base en la naturaleza contingente de la situación 

sanitaria, deben irse adecuando las medidas de prevención para que sean 

acordes a lo que en ese momento se va necesitando. 

 

Al respecto, las Magistradas y los Magistrados expresaron sus 

puntos de vista en los siguientes términos: 

 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: La propuesta se 
inscribe en el contexto de las medidas que este Pleno ha tomado con motivo 
de la Emergencia Sanitaria actual, como resultado de la forma en que las 
medidas se han reforzado. Desde el Acuerdo General 2/2020 se dejó la 
posibilidad de implementar las videoconferencias, siendo que en el momento 
actual se considera que se cuenta con los elementos técnicos para su 
implementación.  
 
Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: A FAVOR, CON 
OBSERVACIONES Y PRECISIONES 
 

Antecedente PRIMERO. Se solicita añadir una nota al pie en la que 
se precise la votación del AG 2/2020: “Aprobado por mayoría de 
votos, con los votos en contra de la magistrada Janine M. Otálora 
Malassis y el magistrado Reyes Rodríguez Mondragón, quienes 
emitieron un voto particular conjunto.” 
 

Antecedente TERCERO, fracción V. Eliminar ya que corresponde al 
Estado de excepción. 
 

Lineamiento II. Suprimir porque no es propiamente un lineamiento o 
pauta sino un considerando. Y de hecho su contenido ya está 
desarrollado en los considerandos previos. 
 

Lineamiento III. Mejorar la redacción para que la herramienta digital 
sea la que disponga la Dirección de Sistemas, la cual debe permitir la 
comunicación y deliberación de las y los magistrados en tiempo real, 
privilegiando los recursos ya disponibles. Se solicita eliminar la nota al 
pie de las herramientas sugeridas, aunado a que zoom ha sido referido 
en notas periodísticas con deficientes controles de seguridad. 
 

La redacción sugerida es la siguiente: 
 

“III. En este sentido, la comunicación y deliberación entre las y los 
magistrados electorales durante las sesiones no presenciales se 
llevará a cabo a través de una herramienta digital que permita la 
emisión y recepción de video y sonido en tiempo real.  
 

Para ello, se utilizará la herramienta digital que la Dirección General de 
Sistemas disponga al efecto privilegiando el uso de los recursos ya 
disponibles para este Tribunal Electoral. La herramienta sugerida 
deberá permitir la interacción entre las y los participantes y garantizará 
la identidad de cada uno de los usuarios. 
 

En todos los casos, la Dirección General de Sistemas deberá 
garantizar que la herramienta digital implementada cuente con la 
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debida seguridad en el desarrollo de la sesión pública o privada no 
presencial, a fin de evitar cualquier intervención externa que ponga en 
riesgo la transmisión o difusión de la sesión o de su contenido.” 
 

Lineamiento IV. Precisar la fundamentación y añadir “párrafo 
segundo” al artículo 12 referido. Suprimir el segundo párrafo ya que 
es vago y ambiguo. Con base en la situación sanitaria, el Pleno de 
forma evidente podría adoptar las medidas en un acuerdo posterior. En 
ese sentido se sugiere precisar la idea incorporando la posibilidad de 
resolver asuntos que, aunque no urgentes, impacten en los procesos 
suspendidos a fin de generar certeza antes de su reactivación: 
 

“Además, el Pleno podrá acordar resolver aquellos asuntos que, 
aunque no sean de urgente resolución, por su naturaleza, pudieran 
impactar directa o indirectamente en los procesos electorales que se 
encuentran suspendidos pero que se reanudarán una vez concluida la 
contingencia. Ello, siempre que se trate de asuntos que, en 
circunstancias normales, se resolverían de manera previa al inicio o a 
la etapa del proceso electoral correspondiente a reanudar y, por la 
misma situación sanitaria, resulte prudente resolver para dar certeza 
antes de la reactivación de los procesos electorales.” 
Lo anterior, porque más allá de la formulación vaga y ambigua de dicho 
segundo párrafo, que propongo reformular, lo importante, en mi 
concepto, es precisar el tipo de asuntos que, por su naturaleza, pueden 
tener cierta trascendencia en los procesos o procedimientos que se 
encuentren suspendidos, pero que se reanudarían una vez superada 
la contingencia, justamente como el proyecto relativo al SUP-JDC-
177/2020, elaborado bajo mi ponencia, en el que se impugna el 
acuerdo del Comité Técnico de Evaluación, mediante el cual emitió la 
lista de los aspirantes a consejerías electorales que pasarían a la fase 
de entrevistas. 
 

Lineamiento V. Distinguir con mayor claridad entre la generación de 
expediente y el acompañamiento de información. Se sugiere lo 
siguiente: 
 

“De conformidad con lo establecido en el cuarto párrafo del numeral IV 
del Acuerdo General 2/2020, los proyectos de resolución deberán ser 
acompañados por la magistrada o el magistrado instructor por la 
documentación e información necesaria, a fin de que las y los 
Magistrados cuenten con todos los elementos necesarios para su 
análisis y discusión. La Secretaría General de Acuerdos continuará 
generando los expedientes electrónicos que estarán disponibles para 
el estudio de las respectivas ponencias.” 
 

Lineamiento VI, tercer párrafo. Clarificar que las sesiones no 
presenciales serán transmitidas completas o íntegras. Y precisar si el 
“en su caso” se refiere a transmisión en tiempo real, o cuáles pueden 
ser videograbadas para ser difundidas a la ciudadanía con 
posterioridad y disponibles para su consulta. Se sugiere la siguiente 
redacción: 
 

Lineamiento VIII, primer párrafo. Es deseable fijar en este acuerdo el 
día de la semana y hora para las sesiones no presenciales a fin de 
garantizar certeza y abonar en la transparencia. Se sugiere lo 
siguiente: 
 

“Las sesiones no presenciales se realizarán los días 
_______________ (definir si es miércoles o jueves) a las ____ horas y 
hora que el Pleno determine, previa convocatoria realizada por el 
Secretario General de Acuerdos, por instrucciones del Presidente.” 
 

Lineamiento IX. Se sugiere incorporar que el magistrado presidente 
conducirá los debates con esta frase inicial “Durante las sesiones 
corresponderá al magistrado presidente dirigir los debates.” 
 

Lineamiento XI. Se sugiere prever la posibilidad de que la falla técnica 
no se restablezca el mismo día y generar lineamiento para la 
convocatoria, ello, con una frase final en el primer párrafo “De no ser 
posible la reanudación el mismo día se requerirá de la emisión de una 
nueva convocatoria.” 
 

Lineamiento XII, segundo párrafo. Es innecesario citar el acuerdo 
2/2020 por lo que se propone eliminar. Se sugiere la siguiente 
redacción: 
 

“Para garantizar el principio de transparencia y máxima publicidad, en 
su oportunidad, en la página de Internet de este Tribunal se publicará 
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el video y el acta de la sesión. En el acta deberá constar la deliberación, 
el resultado de la votación y el sentido de la resolución 
correspondiente, en su caso, se informará si alguno de los asuntos fue 
retirado para su discusión.” 

 
Magistrado Indalfer Infante Gonzales: A favor, sin observaciones. 
 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis: De acuerdo con el sentido 
Sin embargo, se considera que deberían hacerse diversos ajustes para 
dar mayor claridad al acuerdo 
OBSERVACIONES DE FONDO 
1.Antecedente 1. Cambiar la redacción de “situación sanitaria” por 
“emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor” para que coincida con el 
lenguaje del Acuerdo del Consejo de Salubridad General correspondiente. 
2.Antecedente 2. Eliminar la referencia a la conferencia de prensa y citar 
exclusivamente las normas publicadas en el DOF. A saber: 
i.El ACUERDO por el que se declara emergencia sanitaria por causa de 
fuerza mayor, a la epidemia de enfermedad generada por el virus SARS-
CoV2 (COVID-19), publicado en la edición vespertina del DOF del 30 de 
marzo de 2020. 
ii.El ACUERDO por el que se establecen acciones extraordinarias para 
atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2, publicado 
en el DOF el 31 de marzo de 2020. 
iii.El Acuerdo INE/CG82/2020  DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO 
N A C I O N A L ELECTORAL POR EL QUE SE DETERMINA COMO 
MEDIDA EXTRAORDINARIA LA SUSPENSIÓN DE PLAZOS 
INHERENTES A LAS ACTIVIDADES DE LA FUNCIÓN ELECTORAL, CON 
MOTIVO DE LA CONTINGENCIA SANITARIA DERIVADA DE LA 
PANDEMIA DEL CORONAVIRUS, COVID-19  
iv.El Acuerdo INE/CG83/2020, POR EL CUAL SE APRUEBA EJERCER LA 
FACULTAD DE ATRACCIÓN, PARA EFECTO DE SUSPENDER 
TEMPORALMENTE EL DESARROLLO DE LOS PROCESOS 
ELECTORALES LOCALES, EN COAHUILA E HIDALGO, CON MOTIVO DE 
LA PANDEMIA COVID-19, GENERADA POR EL VIRUS SARS-CoV2 . 
3.Antecedente 4. No hace referencia a qué documento o resolución contiene 
los planteamientos que se atribuyen a la OMS. 
4.Antecedentes 5 y 6. Es conveniente agregar los Acuerdo 4/2020 y 5/2020 
de la SCJN publicados el 15 de abril en el DOF. 
5.Considerando 1. En ese precepto constitucional (99) sólo se prevé el 
funcionamiento permanente del Tribunal con una Sala Superior y Salas 
Regionales. La precisión numérica de las salas regionales está prevista en la 
LOPJF. Podría decirse: “Conforme a ese precepto constitucional, actualmente 
el Tribunal funciona en forma permanente, con una Sala Superior, cinco Salas 
Regionales y una Sala Regional Especializada”. 
6.Considerando 3. Se afirma que las normas jurídicas prevén situaciones 
ordinarias y no extraordinarias, por lo que entonces las autoridades tienen un 
deber de interpretarlas de acuerdo con las situaciones imprevistas que surjan. 
Esto es incorrecto por lo que se sugiere que se retire. La misma Constitución 
prevé diversas normas que regulan lo extraordinario, por ejemplo, el propio 
Consejo de Salubridad General o el estado de excepción previsto en el 
artículo 29. Esos dos párrafos deberían retirarse, pues parece que buscan 
justificar el actuar tardío del tribunal en no sesionar de manera remota con la 
excusa de que las normas no lo preveían. Podría matizarse o adecuarse la 
redacción. 
7.Lineamiento III. Basta hacer mención de la plataforma de software 
necesaria para sesionar en videoconferencia, es completamente innecesario 
hacer mención al soporte físico del software. 
Asimismo, se sugiere hacer referencia directa a “sesiones” en lugar de 
emplear el término “comunicación”. 
8.Lineamientos III y VI. Se debería especificar de una vez cuál será el medio 
que se utilizará. 
9.Lineamiento IV. Es necesario actualizar la pertinencia de calificar como 
urgentes aquellos asuntos que se encuentren vinculados a algún proceso 
electoral en relación con términos perentorios dado que los procesos 
electorales de Hidalgo y Coahuila ya fueron suspendidos. 
Asimismo, se considera relevante prever expresamente la violencia de género 
y las órdenes de protección como temas urgentes (en contexto de ejercicio de 
cargos políticos). 
10.Lineamientos III a VI. Al hacer referencia a las sesiones públicas y 
privadas, así como a la “transmisión a la ciudadanía”, es de señalar que no se 
prevé en qué casos se hará la transmisión a la ciudadanía. Esto llevaría a la 
necesidad de precisar si se continuará con la limitación de las “sesiones no 
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presenciales”, considerando sólo los asuntos que ordinariamente se 
resuelven en sesión privada, así como los urgentes que ordinariamente se 
resuelven en pública, o bien, si se podrán ya llevar a cabo las sesiones 
públicas por esta vía respecto de los asuntos correspondientes. 
11.Lineamiento VI. Agregar que el SGA debe precisar que es por 
instrucciones de la Presidencia del Tribunal (art. 20, fracción XII). 
 
Para dar certeza a las y los justiciables es fundamental establecer 
claramente los días en los que cada semana será la sesión de los 
asuntos urgentes. 
Al final se establece que “en su caso” se transmitirán las sesiones. Se sugiere 
modificar la redacción para que se precise que se transmitirán las sesiones 
públicas ya que la transmisión es obligatoria para efectos de transparencia. 
12.Lineamiento VIII. Indicar en qué día de la semana se celebrarán las 
sesiones.  
13.Lineamiento X. No se justifica la necesidad de que las y los ponentes 
remitan una síntesis de sus proyectos, ya que esto no suele hacerse. 
14.Lineamiento XI. Se sugiere incluir que cuando la sesión no pueda 
reanudarse el mismo día, deberá emitirse una nueva convocatoria. 
15.Lineamiento XII. El video de la sesión debe estar también en la página del 
Tribunal. 
16.Lineamiento XIII. Respecto de las notificaciones a correo electrónico 
particular: no se hace mención alguna al marco jurídico que rige en materia 
de notificaciones; de ahí, simplemente se afirme que durante “la vigencia de 
la pandemia” se podrán solicitar las notificaciones.  
Esto es problemático por dos razones: la primera es que las medidas 
extraordinarias que se han emitido en nuestro país no están necesariamente 
supeditadas a “la vigencia de la pandemia”, sino a la vigencia de las medidas 
sanitarias que determine la autoridad competente; esta afirmación es 
problemática y coloca al tribunal en una situación vulnerable para valorar 
cuándo deja de ser vigente la pandemia. Las medidas podrían ser levantadas 
y la pandemia continuar, eso generará una tensión inevitable con las reglas 
de notificaciones ordinarias y las del acuerdo.  
En segundo lugar, pareciera que dicha regla de las notificaciones no estaba 
pensada cuando se comenzó a trabajar en el acuerdo, en ningún momento ni 
de los antecedentes ni de los considerandos se hace mención alguna a la 
problemática que tienen las partes para enterarse de las resoluciones del 
tribunal. Un deber mínimo de fundamentación y motivación debería obligar a 
que se diga algo al respecto. Además, migrar el sistema de notificaciones al 
correo particular no es tema menor, el título del acuerdo debería hacer 
mención a esto. 
17.Lineamiento XIV. Especificar que lo resolverá el Pleno. 
 
Otras observaciones: 
 
•Lo correcto es hacer referencia a sesiones a distancia, ya que por video 
conferencia estas ya son presenciales, pero a distancia. 
•No se dice nada de que se mantendrá a la persona traductora de lengua de 
señas mexicanas. También podría incorporarse la accesibilidad para 
personas con discapacidad visual. 
•No se usa lenguaje incluyente. 
•Hace falta un párrafo al final de los CONSIDERANDOS, en el que se 
concluya la necesidad de expedición de los LINEAMIENTOS. 
 
OBSERVACIONES DE FORMA 
 
1.Antecedente 2. Dice: “para disminuir la caga de enfermedad”. 
2.Considerando 3. En el segundo párrafo está repetida la expresión: “se 
podrán adoptar las medidas pertinentes para la resolución de los asuntos”. 
3.En la nota a pie de página en donde se dice “Gooble Meer”, al parecer se 
quiso decir Google Meet  
 

Magistrado José Luis Vargas Valdez: A favor.  
 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón: En general, se comparten las 
observaciones de la magistrada Otálora. En mi opinión, algunas de sus 
observaciones sustanciales se subsanan con la propuesta redacción incluida 
en mí posicionamiento. Coincido en que puede incorporarse como lo 
veníamos haciendo en las sesiones, la traducción al lenguaje de señas y una 
redacción en lenguaje incluyente. 

Representación impresa de un documento firmado electrónicamente.
Fecha de impresión: 17/04/2020 21:55:02    Página 44 de 47



 

45 
ACTASNP.3.2020 

JDC 

Sobre las notificaciones electrónicas en correos particulares, coincido en que 
ante la situación extraordinaria es necesario incorporar estas notificaciones y 
es necesario incluir un marco normativo, en ese sentido, se puede incluir en 
el título del acuerdo la previsión a fin de darle mayor difusión y acercar la 
justicia. 
 

Magistrado Felipe de la Mata Pizaña: A FAVOR CON LAS SIGUIENTES 
OBSERVACIONES: 
 

OBSERVACIONES 

1 
Firma electrónica. Este acuerdo ya se debería firmar electrónicamente, así 
como las sentencias que se emitan en las sesiones no presenciales. 

2 
Vigencia del acuerdo. En el artículo transitorio primero se prevé que la vigencia 
del acuerdo concluirá cuando lo determine el Pleno, se sugiere agregar “o el 
Magistrado Presidente”. 

3 
Encriptación de sesiones privadas. Dado que la sesión puede ser privada se 
debe encriptar, sin que ningún funcionario público o cualquier persona pueda 
videograbar, ni difundir ese tipo de sesiones, dado que éstas no son púbicas. 

 
 

Magistrada Mónica Aralí Soto Fregoso: A favor del acuerdo.  

 

Magistrado Presidente Felipe Alfredo Fuentes Barrera: ANTE LAS 
POSTURAS DE QUIENES SE HAN PRONUNCIADO EN TORNO AL 
ACUERDO 4/2020.- 
En relación con sus observaciones, les informo que sostengo el Acuerdo en 
sus términos y acepto las sugerencias de forma, de mejoras a la redacción y 
las que se proponen para fortalecer los antecedentes. 

 

En atención a lo anterior, una vez recibidas las hojas de votación 

correspondientes, el acuerdo general se aprobó por unanimidad de 

votos, precisando que la Magistrada Janine M. Otálora Malassis y el 

Magistrado Reyes Rodríguez Mondragón emiten voto razonado 

 

❖ Comisiones internacionales Sala Superior 

 

• Bolivia. 

Posteriormente, el Magistrado Presidente hizo del conocimiento del 

Pleno de la Sala Superior, la cancelación de la comisión aprobada en 

sesión privada de tres de marzo de la presente anualidad, en favor de la 

Magistrada Janine M. Otálora Malassis, para participar en la Misión de 

Acompañamiento Electoral con ocasión de las Elecciones Generales en 

Bolivia, que tendría lugar del treinta de abril al cinco de mayo del presente 

año. 

 

• Ucrania. 

Finalmente, el Magistrado Presidente hizo del conocimiento del 

Pleno de la Sala Superior, la cancelación de la comisión aprobada en 

sesión privada de tres de marzo de la presente anualidad, en favor del 

Magistrado José Luis Vargas Valdez, para participar en la conferencia 

internacional “Elecciones en la era digital”, que se realizaría los días 

veintitrés y veinticuatro de marzo del presente año en Kiev, Ucrania. 
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Las Magistradas y los Magistrados se dieron por enterados de los 

oficios que informaron las mencionadas cancelaciones y considerando la 

importancia de los motivos referentes a las medidas de contención 

sanitarias frente al COVID-19, manifestaron su aprobación. 

 

Desahogados los asuntos que motivaron la sesión no presencial, a 

las doce horas con cuarenta y seis minutos del día de la fecha se declaró 

concluida. 

 

En cumplimiento de lo previsto en los artículos 201, fracción II, de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como 20, fracciones 

I, III y IV, del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, así como en el Acuerdo General de la Sala Superior del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 2/2020, por el que se 

autoriza la resolución no presencial de los medios de impugnación, con 

motivo de la pandemia originada por el virus COVID-19, se elabora la 

presente acta. Se anexan a la misma los correos electrónicos remitidos por 

las ponencias con motivo de la referida sesión. Para los efectos legales 

procedentes, firman electrónicamente el Magistrado Presidente de la Sala 

Superior, Felipe Alfredo Fuentes Barrera y el Secretario General de 

Acuerdos, Rolando Villafuerte Castellanos, de conformidad con Acuerdo 

General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada 

del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y 

sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y 

resolución de los medios de impugnación en materia electoral. 

 

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas 

electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad 

con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, 

por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial 

de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten 

con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de 

impugnación en materia electoral.  
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